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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 14 de junio de 1994, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria, mañana miércoles 15, a la hora 16, a fin de informarse de 
los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos de 


ley: 


19) 


Por el que se establece que las extensiones de plazo que 
otorga el Banco Hipotecario del Uruguay referidas en el 
último inciso del artículo 499 de la ley N” 16.226, de 29 
de octubre de 1991, podrán llevarse hasta un máximo 
de cuarenta y cinco años. . 


(Carp. N* 1106/93 - Rep. N” 828/94.) 


Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


14) Impuesto a los vehículos a gasoil. Se sustituyen 
disposiciones que lo regulan. Proyecto de ley ..... 480 


Se resuelve, por moción del señor senador Alon- 
so Tellechea, que el asunto figure en tercer tér- 
mino del orden del día de la sesión extraordina- 
ria fijada para el día 22 de junio. 


15) Se levanta la sesión ...omooosomanosenocicnacocionnocorncacaonoosos 480 


2%) Por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a poner 


3) 


4) 


a disposición de la Corte Electoral la cantidad de 
$ 30:000.000 (pesos uruguayos treinta millones), a 
efectos de solventar los gastos e inversiones que de- 
mande la celebración del plebiscito constitucional asf 
como se introducen modificaciones a la ley N” 7.812, 
de 16 de enero de 1925, en la redacción dada por la ley 
N” 16.017, de 20 de enero de 1989, 


(Carp. N* 1489/94 - Rep. N” 827/94.) 


Continúa la discusión general y particular del proyecto 
de ley por el que se sustituyen disposiciones que regu- 
lan el impuesto a los vehículos gasoleros. 


(Carp. N* 1319/93 - Rep. N' 806/94.) 


Elección de miembros de la Comisión Permanente 
(artículo 127 de la Constitución). 
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5) Informe de la Comisión de Defensa Nacional relaciona- 
do con la solicitud de venia del Poder Ejecutivo para 
designar al general en situación de retiro Dardo E. Grossi 
como integrante del Supremo Tribunal Militar. 


(Carp. N” 1443/94 - Rep. N" 817/94.) 


6% Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con las solicitudes de venia del Poder Eje- 
cutivo para exonerar de sus cargos a: 


- un funcionario del Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social (Plazo constitucional vence el 23 de junio 
de 1994). (Carp. N” 1442/94 - Rep. N” 804/94). 


- un funcionario del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra (Plazo constitucional vence el 28 de junio de 1994), 
(Carp. N” 1451/94 - Rep. N” 796/94.) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos de 
ley: 


7% Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación Téc- 
nica y Científica entre el gobierno de la República Orien- 
tal del Uruguay y el gobierno de la República Popular 
China. 


(Carp. N” 1260/93 - Rep. N' 822/94.) 


8”) Por el que se aprueban las Enmiendas al Convenio Cons- 
titutivo de la Organización Marítima Internacional. 


(Carp. N” 1184/93 - Rep. N” 823/94.) 


9%) Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación en 
Materia de Salud entre el gobierno de la República Orien- 
tal del Uruguay y el gobierno de la República del Para- 


guay. 


(Carp. N* 1294/93 - Rep. N* 824/94.) 


10) Por el que se designa con el nombre “Dr, Alfredo San- 
juan Suárez” el Hogar de Ancianos del Centro Auxiliar 
de Salud Pública de Sarandí Grande. 


(Carp. N” 1166/93 - Rep. N* 825/94.) 
11) Por el que se designa con el nombre “Dr. Juan Bautista 
Dellepiane” el Subcentro de Salud de Villa Tranqueras, 


departamento de Rivera. 


(Carp. N” 1355/93 - Rep. N” 826/94.) 
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mr 


Por el que se reglamenta el ejercicio de la profesión de 
Tecnólogo Médico. 


(Carp. N* 994/92 - Rep. N* 829/94.) 


LOS SECRETARIOS.” 
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2) ASISTENCIA 

ASISTEN: los señores senadores Ache, Alonso Tellechea, 
Astori, Batalla, Besozzi, Bianchi, Bouzas, Bruera, Cassina, 
Elso Goñi, Gamarra, Gargano, González Modernell, Gren- 


no, Hackenbruch, Irurtia, Librán Bonino, Olascoaga, Pérez, 
Pozzolo, Priore, Ramírez, Ricaldoni, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: en ejercicio de la Presidencia de la República, el 
señor presidente del Senado, doctor Aguirre Ramírez; con li- 
cencia, los señores senadores Amorín Larrañaga, Belvisi, Blan- 


co, Jude y Korzeniak; con aviso, los señores senadores Millor 
y Silveira Zavala y, sin aviso, el señor senador Bouza. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 18 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 15 de junio de 1994. 

-El Poder Ejecutivo remite Mensaje comunicando la 
promulgación del proyecto de ley por el que se declara 
autónoma y electiva la Junta de Bella Unión, departa- 
mento de Artigas. (Carp. N” 1419/94). 

-Téngase presente y archívese. 

La Comisión de Asuntos Administrativos eleva un 
proyecto de resolución por el que se declara de interés 
legislativo el Primer Encuentro Regional de Taquígrafos 
Parlamentarios a celebrarse en Punta del Este los días 3, 
4,5 y 6 de noviembre de 1994. 

-Repártase”. 

4) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
prórroga de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Amorín Larrañaga solicita una prórroga 
de licencia por el término de 31 días””. 


-Léase. 


(Se lee:) 
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“Montevideo, 14 de junio de 1994, 


Sr. presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Walter Santoro 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a Ud. prórroga por el término 
de 31 días de mi licencia oportunamente solicitada por 
motivos de salud. 


Sin otro particular lo saluda muy atentarnente. 
Ernesto Amorín Larrañaga. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud de pró- 
rroga de licencia del señor senador Amorín Larrañaga. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: aunque más no 
fuera por intermedio de una comunicación telefónica, podríamos 
hacer llegar al señor senador Amorín Larrañaga nuestra solidari- 
dad por los momentos tan difíciles que atravesó hace unos días 
en el departamento de Rocha. Formulo moción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa dispondrá la comunica- 
ción correspondiente. 


5) MANOLITA PIÑA DE TORRES GARCIA. Homenaje 
póstumo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado ingresa a la hora pre- 
via. 


Tiene la palabra el señor senador Bruera. 


SEÑOR BRUERA.'- Señor presidente: el próximo 23 de 
junio se inaugura la exposición del pintor Augusto Torres en la 
Fundación Torres García, con el auspicio, entre otros, del Insti- 
tuto de Cooperación Iberoamericana. La Presidencia de la Fun- 
dación Torres García fue ejercida por una de sus creadoras, 
Manolita Piña de Torres García, fallecida el pasado día 11 de 
junio. 


Quiero rendir homenaje a esta mujer, nacida en Barcelona en 
1873, esposa y compañera de Joaquín Torres García y que lo 
sobrevivió 45 años. 
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A lo largo de su prolongada vida, siempre lúcida, conoció y 
fue testigo de grandes acontecimientos culturales, políticos y 
sociales ante los que siempre tuvo una actitud sensible y activa. 
Vivirá intensamente el desarrollo de la plástica y el devenir de 
nuevas corrientes. Conocerá especialmente las grandes modifi- 
caciones que en la cultura y en el arte plástico se van a abrir con 
hombres como Cezanne, que lleva a formas geométricas la natu- 
raleza, Acumuló conocimientos y sensibilidad que le permitie- 
ron actuar en la defensa y divulgación del Constructivismo, esa 
corriente creada por su esposo Joaquín Torres Ga; cía. 


Manolita conoce a Joaquín en Barcelona. De él recibía clases 
de pintura y dibujo, junto a su hermana, de donde nació la 
relación que sólo concluiría con la muerte del notable pintor 
uruguayo. 


Torres nació en 1874 en Montevideo y llega a Cataluña en 
1891. Allí se integra a las corrientes modernas, a la vez que 
fortalece su comunicación con la antigúedad clásica, por cierto 
no para repetirla, y que le dará también pie para forjar su Cons- 
tructivismo. 


Eran épocas removedoras. También Picasso y Matisse reco- 
nocen la fuerza del arte clásico, pero se lanzan a revolucionar la 
plástica en el mundo. En Barcelona, Torres es reconocido como 
destacado “noncentista”. En 1920 realiza un retrato de Manolita 
de altísima calidad, que recorre museos y es reproducido por 
millares. 


Manolita Piña participa junto a Torres García en el patroci- 
nio de numerosas exposiciones de pintores. Hay múltiples testi- 
monios fotográficos que revelan su presencia junto a Torres en 
su actividad artística, 


Entre 1911 y 1920 nacen los cuatro hijos del matrimonio: 
Augusto, Ifigenia, Olimpia y Horacio. Sufre la pérdida de sus 
dos hijos varones, destacadísimos plásticos. 


Antes de llegar a tierra uruguaya en 1934, la familia Torres 
conoce diversas ciudades de Europa y Estados Unidos en con- 
tacto con público y artistas de varios países. 


Barradas, su amigo, fue quien entusiasmó a la familia para 
retornar a la patria. También influyó la correspondencia que le 
envió Rodó. 


El empeño de Torres García, el respaldo de Manolita para 
defender un arte americano con un sostén filosófico, constituye 
un hecho removedor en tierra uruguaya. - 


Conocí a Manolita en 1939, cuando yo era adolescente, du- 
rante una reunión donde se relataban peripecias de la recién 
concluida guerra de España, por parte de combatientes volunta- 
rios uruguayos que habían participado en la misma. La recuerdo 
en la humilde vivienda que tenían en las cercanías del actual 
Banco de Previsión Social. Fui testigo de su modesta, por cierto 
voy a decirlo, su muy modesta vida. Asistí a su casa con cierta 
regularidad. La recuerdo en su hogar del Prado y si la memoria 
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no me traiciona, estaba en la calle Abayubá, donde se realizaban 
conferencias y debates sobre arte. 


Fallecido Torres García, Manolita mantuvo siempre una acti- 
va y lúcida participación en defensa de la corriente que fundara 
su esposo. Alentó siempre a los discípulos de Torres. Recuerdo 
una estimulante carta que le envió al maestro Anhelo Hernán- 
dez, instándolo a continuar su destacada labor plástica durante 
su exilio en México. 


Manolita fue Presidenta honoraria de un Comité de Base del 
Frente Amplio en Punta Gorda. Su casa fue allanada varias ve- 
ces durante la dictadura, hasta que una vez le dijo al coronel que 
comandaba el operativo que ya la habían “visitado” muchas 
veces y que era hora de terminar con esa situación. Entonces, no 
entraron, 


Ahora, la Fundación Torres García que ella creara, será sede 
de la exposición de las obras de su hijo, Augusto Torres y, en mi 
opinión, se expondrá a un notable pintor. 


En varias ocasiones me dirigí al señor ministro de Educación 
y Cultura con el fin de que se estimulara el conocimiento de la 
pintura de Augusto Torres. Luego, el 31 de agosto de 1993, el 
doctor Antonio Mercader me envió un fax comunicándome las 
entrevistas mantenidas por el Consulado uruguayo en España 
con las autoridades catalanas con la finalidad de que la pintura 
de Augusto Torres, luego de exponerse en Montevideo, pasara a 
exhibirse en Barcelona. 


Ahora, en la Fundación Torres García se podrá conocer el 
valor de Augusto Torres, por lo que esta Fundación debe mere- 
cer todo el apoyo y las dificultades de tipo económico deben ser 
atendidas en bien de la cultura uruguaya. 


Termino, señor presidente, homenajeando una vez más a 
esta gran mujer que fue Manolita Piña de Torres García, falleci- 
da recientemente, a los 111 años de edad. Asimismo, también 
considero un verdadero homenaje a su memoria la exposición 
que se abre este mes con las obras de su hijo, nuestro muy 
estimado e inolvidable Augusto Torres. 


Señor Presidente: solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada a los familiares de Manolita Piña de Torres 
García y de Augusto Torres, así como también a las autoridades 
de la Fundación Torres García y del Ministerio de Educación y 
Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud del señor 
senador Bruera en el sentido de que la versión taquigráfica de 
sus palabras sea enviada a los familiares de la señora Manolita 
Piña de Torres García y de Augusto Torres, así como a las 
autoridades de la Fundación Torres García y del Ministerio de 
Educación y Cultura. 


(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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6) INTENDENCIAS MUNICIPALES DEL INTERIOR 
DEL PAIS. Situación por la que atraviesan debido a la 
falta de pagos por parte de los Ministerios de Economía 
y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Elso Goñi. 


SEÑOR ELSO GOÑI. - Lamentablemente, voy a hablar so- 
bre un tema que ya hemos tratado en varias oportunidades y 
estoy dispuesto a seguir haciéndolo, en la medida en que no 
tenga solución. Me voy a referir a la situación por la que actual- 
mente atraviesan las Intendencias Municipales del interior del 
país porque los organismos públicos correspondientes -funda- 
mentalmente los Ministerios de Economía y Finanzas y de Trans- 
porte y Obras Públicas- en el correr de los primeros seis meses 
de este año no han hecho efectivos ninguno de los pagos que 
debían realizar. Inclusive, algunos de ellos correspondían a leyes 
votadas en 1993, : 

En el día de ayer, tuvimos una larga conversación con el 
señor intendente de Río Negro, actual presidente del Congreso 
Nacional de Intendentes, doctor Mario Carminatti. El nos seña- 
laba la preocupación de muchas Intendencias -no de todas- por- 
que esta situación las está llevando a tomar una primera medida 
-es muy difícil adoptarla, aunque es imprescindible hacerlo- en 
el sentido de suspender obras que se están realizando y que son 
trascendentes para los distintos departamentos. Ya lo hemos anun- 
ciado, y hoy lo queremos reiterar, que somos conscientes de que 
si esta situación continúa no sólo se van a tener que suspender 
las obras, como ya está sucediendo, sino que además se tendrá 
que suspender personal, razón por la cual se crearán situaciones 
extremadamente difíciles en muchos departamentos, * 


Esencialmente, los pagos que se adeudan a las Intendencias 
son por dos rubros distintos. En la última Rendición de Cuentas 
votada por el Parlamento, en el artículo 235 de la ley N” 16.462, 
de 11 de enero de 1994, se especifican U$S 5:000.000 para 
1993 y U$S 5:000.000 para 1994, los que serán distribuidos de 
acuerdo a un tradicional reparto que existe en las Intendencias 
-esto viene de la década del sesenta- por un Índice de población 
y territorio. Las Intendencias han seguido los trámites corres- 
pondientes, es decir, han realizado las obras del año 1993 en su 
totalidad y no han recibido un solo centésimo. 


Hace un rato tuvimos una conversación con el secretario del 
Congreso Nacional de Intendentes, quien nos informaba que un 
alto porcentaje de las obras de 1994 han sido realizadas y como 
no han recibido nada por el año. 1993, se piensa que menos 
obtendrán por 1994, 


Con respecto a este tema, creo que hay algo mucho más 
grave. El 5 de mayo, el señor subsecretario del Ministerio de 
Economía y Finanzas remitió un fax al presidente del Congre- 
so Nacional de Intendentes que decía lo siguiente: “Dando 
respuesta al planteo por usted formulado días atrás, vinculado 
al desembolso de los recursos previstos en el artículo 235 de 
la ley N” 16.462 de 11 de enero de 1994, le informo que se ha 
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elaborado un primer cronograma de desembolsos sujeto al cum- 
plimiento de las formalidades correspondientes que se aplican 
en la materia y que incluye el total de las partidas asignadas por 
el artículo referido para los ejercicios 1993 y 1994 para la totali- 
dad de las Intendencias Municipales del interior del país. Marzo, 
U$S 2:000.000; junio, U$S 2:000.000; julio, U$S 2:000.000; 
agosto, U$S 2:000.000 y setiembre, U$S 2:000.000.” 


Reitero que esta es una nota oficial enviada por el subsecre- 
tario del Ministerio de Economía y Finanzas al presidente del 
Congreso Nacional de Intendentes. Se nos informó que después 
hubo una llamada telefónica, pues existía una confusión, porque 
no se trataba del mes de marzo sino de mayo. De todos modos, 
estamos a 15 de junio y las Intendencias aún no han recibido 
ningún dinero. He tomado al albedrío tres Intendencias: Ta- 
cuarembó, Río Negro y Treinta y Tres. A la Intendencia de 
Tacuarembó, se Je mantiene una deuda por mantenimiento de 
caminería realizado, de unos U$S 800.000. A la Intendencia 
de Río Negro se le están debiendo U$$ 441.000 por un lado y 
U$S 205.000 por otro. Mientras tanto, a la Intendencia de Trein- 
ta y Tres se le deben U$S 430.000 por una parte y U$S 111.000 
por otra, 


Muchos de los señores senadores han sido intendentes y 
saben perfectamente lo que se puede hacer en ese cargo admi- 
nistrando bien U$S 1:000.000. 


Por lo tanto, reiteramos que el problema aún no se ha resuel- 
to. Las Intendencias no han recibido ni un solo centésimo e 
incluso no se ha cumplido con lo que este Parlamento ha votado. 
Todo lo que se está reclamando son obras ya realizadas. 


En consecuencia, si continúa esta situación, es decir, este 
incumplimiento, se deberá enfrentar problemas extremadamente 
difíciles en muchos departamentos. Esto ha dado lugar a la sus- 
pensión de muchas obras y creemos que en el futuro pasará lo 
mismo con el personal. Por supuesto que estoy seguro que nin- 
guno de nosotros desea que esto ocurra, 


Por último, solicito que la versión taquigráfica de nuestras 
palabras sea enviada a los Ministerios de Economía y Finanzas y 
de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud del señor 
senador Elso Goñi, a efectos de que la versión taquigráfica de 
sus palabras sea enviada a los Ministerios de Economía y Finan- 
zas y de Transporte y Obras Públicas. 


(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
7) PRIMERA CUMBRE LATINOAMERICANA NO GU- 
BERNAMENTAL DE DERECHOS HUMANOS, CE- 


LEBRADA EN CARTAGENA DE INDIAS, COLOM- 
BIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor senador Pérez. 
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SEÑOR PEREZ. - En el día de ayer, concluyó un aconteci- 
miento que, sin duda, tiene gran gravitación en Latinoamérica. 
Me refiero a la Primera Cumbre Latinoamericana no Guberna- 
mental de Derechos Humanos, en la que participaron cuarenta 
organizaciones. Tuvo lugar en Cartagena de Indias, Colombia. 


En esta Primera Cumbre Latinoamericana estuvieron presen- 
tes sesenta delegados de cuarenta organizaciones no guberna- 
mentales, entre las cuales hay varias de carácter regional, como 
por ejemplo, el Instituto Latinoamericano de Servicios Legales 
Alternativos (ILSA); la Federación Latinoamericana de Familta- 
res de Detenidos Desaparecidos (FEDEFAM); la Fundación La- 
tinoamericana por la Paz y los Derechos Humanos (FUNDALA- 
TIN), la Comisión Andina de Juristas y el Servicio de Paz y 
Justicia (SERPAJ). También participaron organizaciones de ca- 
rácter nacional no gubernamentales de diecinueve países, entre 
ellos, Estados Unidos, Guatemala, Honduras, México, Nicara- 
gua, Paraguay, Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Colombia, 
Cuba, Chile, Ecuador, El Salvador, Perú, Puerto Rico, Uruguay 
y Venezuela. Naturalmente que no me voy a detener en cada 
una de estas organizaciones. 


Lo importante a destacar es que en este encuentro participó 
el periodista Fasano, director de "La República”, representando 
a nuestro país. Fue presentado como la persona que había mere- 
cido el Premio Internacional de Periodismo, Derechos Huma- 
nos, otorgado en 1983 por la Asociación Española de Derechos 
Humanos, en virtud de una serie de artículos publicados en todo 
el mundo en defensa de las libertades más esenciales. También 
se señaló su actuación como director del diario bilingiie de la 
Organización de las Naciones Unidas que, como ya señalé, cu- 
brió todas las alternativas diarias de la Cumbre de la Tierra 
realizada bajo el nombre de ECO 92 en Río de Janeiro. 


Los asistentes a este evento consideraron que una decisión 
tomada en un país de un régimen democrático carecía, sin em- 
bargo, de precedentes, tal como surgía de la documentación 
presentada. A raíz de ello, se adoptó una resolución que deseo 
leer en sala, a fin de que quede constancia en la versión taqui- 
gráfica. 


Dice así: “ANTE la reciente decisión del gobierno uruguayo 
de prohibir por decreto experiencias de participación de todos 
los sectores sociales en el área de la información audiovisual, 
entregando al monopolio de la televisión abierta el monopolio 
de la TV Cable. 


CONSIDERANDO que esta decisión afecta uno de los dere- 
chos humanos fundamentales, cual es el derecho a informarse y 
a informar sin otra limitación que la que marca la ley, 


CONSIDERANDO que la TV Cable es el único medio au- 
diovisual que al no usar las ondas hertzianas no puede ser limi- 
tado por los gobiernos, como sí sucede con las radios AM o FM 
o la TV abierta, siendo asimilable la TV Cable a la fundación de 
medios de prensa escrita, cuyo derecho a existir es ilimitado, 
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CONSIDERANDO que el uso imonopólico privado del más 
importante medio de comunicación de masas contribuye a cer- 
cenar aun más el derecho a la información plural, imponiendo 
en nuestras sociedades civiles un solo cuerpo de pensamiento. 


CONSIDERANDO que la prohibición dictada por el gobier- 
no uruguayo ha convertido a ese país democrático en el único 
país en el mundo donde el monopolio de la TV abierta detenta a 
su vez el monopolio de la TV Cable. 


CONSIDERANDO que la decisión cuestionada eliminó to- 
das las propuestas de TV Cable que otorgaban en forma gratuita 
numerosos canales a todos los sectores sociales de ese país. 


RESUELVE: 


Pedir al gobierno uruguayo la reconsideración de su decisión 
de adjudicación de la TV Cable en favor del monopolio de la 
TV abierta, para permitir de esta manera el acceso al cerrado 
circuito de la televisión a todos los ciudadanos y a todos los 
grupos sociales sin otro límite que la legislación vigente respe- 
tardo las normas constitucionales que garanticen el más amplio 
y plural derecho a la información y a la fundación de medios de 
comunicación.” : 

Señor presidente: considero que sería conveniente que los 
Ministerios de Educación y Cultura, de Defensa Nacional y de 
Relaciones Exteriores, por esta vía, tomaran conocimiento de 
esta resolución. En ese sentido, solicito que la versión taquigrá- 
fica de mis palabras sea enviada a los tres Ministerios que acabo 
de mencionar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud del señor 
senador Pérez, a efectos de que la versión taquigráfica de sus 
palabras sea enviada a los Ministerios de Educación y Cultura, 
de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores. 

(Se vota:) 

-l6 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

8) RETIRO DE UNA CARPETA DEL ARCHIVO 

SEÑOR CASSINA, - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: solicito que se ex- 
traiga del Archivo la Carpeta N” 1323 del año 1993, 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea saber a qué Comi- 
sión corresponde dicha Carpeta. 


SEÑOR CASSINA. - A la Comisión de Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo, señor senador. 
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“Se va a votar la solicitud del señor senador Cassina a los 
efectos de que se extraiga del Archivo la Carpeta indicada. 


(Se vota:) 


-15 en 16. Afirmativa. 


9) TELEVISION POR CABLE, Concesión de su explota- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa da cuenta que de acuerdo 
con lo resuelto por el Cuerpo en sesión del 25 de mayo próximo 
pasado, en oportunidad de la concurrencia del señor ministro de 
Defensa Nacional, los antecedentes relativos a la concesión de la 
explotación de la televisión por cable, pasarán a la Comisión de 
Defensa Nacional integrada con dos miembros de la de Consti- 
tución y Legislación. Ellos serán los señores senadores Batalla y 
Ricaldoni. / 


10) PRESTAMOS CONCEDIDOS POR EL BANCO HIl- 
POTECARIO DEL URUGUAY. Extensión de sus pla- 
zos (artículo 499 de la ley N” 16.226, de 29 de octubre de 
1991) 


SEÑOR PRESIDENTE, - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de ley por el que se establece que las extensiones de 
plazo que otorga el Banco Hipotecario del Uruguay referidas en 
el último inciso del artículo 499 de la ley N” 16.226, de 29 de 
octubre de 1991, podrán llevarse hasta un máximo de cuarenta y 
cinco años. (Carp. N” 1106/93 - Rep. N” 828/94)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 1106/93 
Rep. N* 828/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Agréganse al artículo 499 de la ley 
N” 16.226, de 29 de octubre de 1991, los siguientes inci- 
SOS: 


“Las extensiones de plazo a que refiere el inciso pre- 
cedente podrán llevarlo a un máximo de cuarenta y cinco 
años y se documentará mediante acta, la que se inscribi- 
rá, sin cargo alguno, en el Registro de Hipotecas. En 
estos casos, el derecho real de hipoteca caducará a los 
cuarenta y cinco años, en los casos que el Banco Hipote- 
cario del Uruguay sea el acreedor. 


Para las cooperativas de vivienda esta condición se 
aplicará a cada uno de los socios o al conjunto de ellos, 
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según tenga la calidad de deudor cada uno de los referi- 
dos socios o la cooperativa, 


El Banco Hipotecario del Uruguay promoverá la con- 
tinuidad de los servicios contratados por los deudores, a 
través de la adecuación de convenios con el Banco de 
Seguros del Estado que contemplen las disposiciones de 
esta norma”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 4 de mayo de 1993. 


Luís A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario” 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: tal como lo anuncia- 
mos en el día de ayer estamos dispuestos a votar afirmativamen- 
te este proyecto de ley que refiere a un tema que ha tenido una 
peripecia parlamentaria que no relato porque creo que es por 
todos conocida. 


Este problema se genera cuando en la ley N” 16.226 de 29 de 
octubre de 1991, se modifica el régimen de ajustes de las cuotas 
que deben abonar los deudores del Banco Hipotecario por amor- 
tización e intereses, de los préstamos que se les han concedido al 
otorgarles una vivienda, pasando del ajuste anual establecido 
originalmente en la ley del año 1968, al ajuste semestral para las 
viviendas de categoría 1 y II y cuatrimestral para las de categoría 
IT y IV. Seguramente los señores senadores recordarán que a 
esta modificación nos opusimos con todas nuestras fuerzas, no 
sólo por estimar que suponía una alteración muy grave del régi- 
men jurídico bajo el cual habían contratado los deudores del 
Banco Hipotecario -más allá de que la letra chica de los contra- 
tos permitiera esta alteración- sino también porque les iba a 
implicar un incremento delas obligaciones mensuales para con 
este organismo, tal como efectivamente ha ocurrido, llevando 
las cuotas, en algunos casos, a niveles realmente insoportables, 


No deseo volver sobre el tema; lo hemos discutido mucho y 
creo que tenemos la intención de comenzar hoy a encontrar una 
solución. De todos modos, digo que los problemas que este 
proyecto de ley intenta solucionar parten en primer lugar de la 
modificación que la ley N* 16.226 introdujo al régimen de ajuste 
de las cuotas de los deudores del Banco Hipotecario y de otra 
determinación que se tomó en vía administrativa, sin ninguna 
participación del Poder Legislativo, por la cual esta institu- 
ción -creo que instada por el Banco Central- aumentó extraordi- 
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nariamente la tasa de interés que aplica sobre los salidos deudo- 
res. Ese interés, en algunos casos, pasó del 2% al 7%, lo que 
supuso también incrementar en la medida correspondiente, las 
cuotas de quienes ya estaban obligados para con el Banco Hipo- 
tecario, 


(Ocupa la Presidencia el arquitecto Mariano Arana) 


-Recuerdo que en ese momento se planteó un proyecto de 
ley presentado por los señores senadores Millor e Irurtía -creo 
que también se introdujo otro por parte de los señores senadores 
del Frente Amplio- para derogar las normas de la ley N” 16.226, 
por la cual se pasaban del ajuste anual al cuatrimestral o semes- 
tral según la categoría de vivienda. Estos proyectos de ley consi- 
derados extensamente en las Comisiones de una y otra Cámara, 
no alcanzaron las mayorías necesarias para ser sancionados, por 
lo que ha quedado vigente y en aplicación, el régimen de ajustes 
cuatrimestrales y semestrales, como asf también la facultad ad- 
ministrativa de modificar la tasa de interés. Este último aspecto 
se atendía, de alguna manera, en uno de los proyectos -el sancio- 
nado oportunamente por el Senado- sin bajar los intereses pero 
impidiendo para el futuro que el Banco Hipotecario del Uru- 
guay, por su sola decisión, pudiera aumentarlos. 


También se recordará que a través de una transacción que 
encontramos mayoritariamente en la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial, optamos por un proyecto de ley 
que topeaba en el 26% -lo que ya estaba determinado en la 
ley N” 16.226- de los ingresos del núcleo familiar, el monto de 
la cuota mensual a pagar al Banco Hipotecario. Pero ocurrió 
que, además, los partidarios de eliminar el ajuste cuatrimestral y 
semestral -que no obtuvimos las mayorías necesarias para dero- 
gar esa disposición que figuraba en la Ley de Rendición de 
Cuentas del año 1991- votamos por mayoría en el Senado la 
suspensión del ajuste a aplicarse el 1? de setiembre de 1992. Este 
tema fue muy discutido, e incluso determinó que se invitara a 
sala -en sesión de Comisión General- al directorio del Banco 
Hipotecario y a sus asesores, quienes nos plantearon dramática- 
mente la situación que se les generaría desde el punto de vista 
económico y financiero si suspendíamos el ajuste del 1” de se- 
tiembre de 1992. Aclaro que ello suponía sólo la suspensión y 
no implicaba que el porcentaje correspondiente no se tomara en 
cuenta en los ajustes posteriores. De todas formas con ello lográ- 
bamos dar un alivio temporal, impidiendo que hubiera ajustes el 
1” de setiembre de 1992. 


Una mayoría logró consagrar esa posición en la Cámara de 
Senadores, pero cuando este proyecto de ley ingresó a la Cáma- 
ra de Representantes no hubo acuerdo para la suspensión del 
ajuste y, por esa razón, regresó sin el artículo referido a este 
tema. Nuevamente a consideración del Senado, la Comisión de 
Vivienda y Ordenamiento Territorial, por mayoría, recomendó 
rechazar las modificaciones de la Cámara Baja -esto fue lo que 
el Senado efectivamente hizo- por lo que el asunto pasó a la 
Asamblea General, donde está desde hace mucho tiempo. 


A su vez, el año pasado, la Cámara de Representantes san- 
cionó un proyecto de ley -sobre el que quiero ser muy claro, 
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porque tengo la impresión de que algunos sectores interesados y 
entidades representativas no lo han entendido claramente- con 
un texto diferente, por el cual se agregan incisos al artículo 499 
de la ley N* 16.226, para hacer operativo el tope del 26%, que 
está vigente y que no se modifica, Se ha entendido que la redac- 
ción que estamos considerando hoy, al no mencionarlo, deja sin 
efecto ese tope cuando, en realidad, lo que este proyecto de ley 
hace es, repito, agregar incisos al artículo 499 de la referida ley, 
cuyo tercer párrafo establece el tope del 26%, disposición legal 
que, reitero, está vigente y continuará estándolo en caso de que 
se apruebe la iniciativa que estamos tratando. Insisto en que no 
se modifica el texto del artículo 499, que establece el tope del 
26% como una obligación para el Banco Hipotecario cuando un 
deudor reclame que su cuota se ajuste a ese porcentaje de sus 
ingresos familiares. 


¿Por qué ese 26% no se puede aplicar en muchos casos? 
Porque el-Banco Hipotecario carece de la facultad legal de ex- 
tender el plazo de los contratos y de las garantías hipotecarias, 
aspecto que el artículo 499 de la ley N” 16.226 no contempló. 


En consecuencia, en la medida en que se mantiene el dere- 
cho de los deudores del Banco Hipotecario a que sus cuotas se 
ajusten al 26% de sus ingresos cuando éstas excedan ese porcen- 
taje, este proyecto de ley hace operativa la disposición para este 
organismo, permitiéndole extender el plazo de amortización de 
la deuda hasta cuarenta y cinco años y habilitándolo, a su vez, a 
ta extensión de la garantía hipotecaria, 


Éste es, pues, el texto legal que estamos considerando. Como 
dije en Comisión y también lo expresé alguna vez en el Senado, 
reitero que lo votaremos porque implica una solución para algu- 
nos deudores, aunque está lejos de conformarnos. No nos con- 
forma, en primer lugar, porque quisiéramos volver al régimen 
original, es decir, al de ajustes anuales, con una tasa de interés 
razonable aplicada a un crédito que tiene un régimen de ajuste 
que actualiza permanentemente el monto adeudado, No estamos 
hablando de una suma nominal, sino de una que se ajusta como 
si se hubiera establecido en moneda fuerte, puesto que se ha 
fijado en unidades reajustables. 


En segundo término, no nos conforma porque si bien nos 
parece necesario que existan topes, no estamos de acuerdo con 
que haya uno solo. Esto lo hemos planteado en reiteradas opor- 
tunidades, e inclusive, el año pasado consideramos un proyecto 
de ley elaborado por el señor senador Arana, que planteaba una 
solución que entendemos aceptable y a la que a continuación 
nos vamos a referir. 


La fijación de un tope único en cuanto al porcentaje de 
ingresos familiares para pagar la cuota de amortización e intere- 
ses al Banco Hipotecario, no es justa. ¿Por qué? Porque no es lo 
mismo tomar el 26% de los ingresos de una familia que percibe 
una entrada decorosa y que ocupa una vivienda Categoría 1V, 
que detraerle ese porcentaje a quienes tienen ingresos absoluta- 
mente insuficientes y que ocupan una vivienda Categoría 1. Tam- 
poco es lo mismo aplicarle el mismo tope a una familia com- 
puesta por dos o tres integrantes, todos los cuales pueden tener 
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ingresos propios, que a una con numerosos hijos menores y que 
tiene un solo ingreso. 


Es necesario tener en cuenta todos estos aspectos -y así lo 
hacía el proyecto presentado por el señor senador Arana- sobre 
los cuales, a nuestro juicio, debe legislarse puesto que, de otro 
modo, la situación -sin duda difícil- de la mayoría de los deudo- 
res del Banco Hipotecario no será atendida. 


Este proyecto de ley que hoy estamos dispuestos a votar, con 
ciertas modificaciones que luego explicaré, soluciona los proble- 
mas de algunos deudores del Banco Hipotecario, pero lejos está 
de contemplar los de la mayoría. Además, para dar esa solución, 
autoriza una extensión del plazo que transforma el régimen de 
amortización del pago de las viviendas compradas a esa Institu- 
ción, prácticamente en un contrato de alquiler, porque éste' se 
extiende por más de una generación al ser llevado hasta cuarenta 
y cinco años, en situaciones que lejos están de reflejar lo que fue 
el régimen por el cual los actuales deudores oportunamente con- 
trataron con ese Banco. 


Estas son las magras soluciones que, con buena voluntad, los 
que queremos atender el problema de fondo de una manera más 
justa, terminamos acordando para resolver algunas situaciones; 
pero no se crea que con este tope del 26% estamos solucionando 
las dificultades de la generalidad de los deudores. Bueno es 
haber encontrado una solución para algunos deudores; pero lejos 
estamos de atender a la mayoría porque, entre otras cosas, al 
extender los plazos -sobre todo en el caso del régimen cooperati- 
vo de viviendas- estamos creando una situación en la que, de 
alguna manera, el subsidio previsto originalmente en la ley de 
19683 desaparece, 


Entonces, quiero situar el tema en los verdaderos términos, 
tal como modestamente lo entendemos, y explicar claramente 
por qué votaremos este proyecto de ley. 


Hubiéramos preferido que la Asamblea General asumiera su 
competencia respecto a los proyectos que están en su seno por 
las diferencias surgidas entre ambas Cámaras, y buscara una 
solución más completa, que para nosotros pasa por el tema de 
los topes diferenciales y no tanto por el de los ajustes cuatrimes- 
trales y semestrales, cuya gravitación -que ha sido importante en 
el aumento del monto de las cuotas- disminuiría notablemente si 
existiera un régimen de topes diferenciales que atendiera la ver- 
dadera situación de cada familia y de cada vivienda. No debe- 
mos Olvidar que no todas las circunstancias son iguales, puesto 
que las viviendas han sido divididas en cuatro categorías y hay 
una infinidad de situaciones entre los deudores, tanto en materia 
de ingresos como en lo que respecta al número de integrantes 
del núcleo familiar, cuya posibilidad de percibir ingresos difiere, 
según se trate de menores o mayores de edad. 


Nos parece que todas esas situaciones deberían ser contem- 
pladas, pero este proyecto de ley no lo hace. Sin embargo, en la 
medida en que mereció una rápida sanción por parte de la Cá- 
mara de Representantes -porque supone dar alivio a algunos 
deudores del Banco Hipotecario que están recibiendo constantes 
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intimaciones de pago, lo que los puede llevar a la ejecución de 
los créditos hipotecarios- también estamos dispuestos a darle 
aprobación, pero con una modificación en el inciso segundo, 
que refiere a las Cooperativas de Vivienda. 


En el proyecto de ley venido de la Cámara de Representan- 
tes, este inciso segundo establece que la extensión del plazo y de 
la hipoteca a los efectos de hacer operativo el tope del 26%, “se 
aplicará a cada uno de los socios o al conjunto de ellos, según 
tenga la calidad de deudor cada uno de los referidos socios o la 
cooperativa”. Al respecto, debemos decir que nos parece que 
esto destroza el sistema cooperativo, porque introduce situacio- 
nes individuales a considerar aisladamente en un régimen co- 
operativo. 


Las autoridades de FUCVAM nos han informado que en la 
actualidad hay un número importante de familias que poseen 
viviendas dentro del sistema cooperativo y que reciben subsidios 
del Banco. No obstante, si aprobamos el texto tal como viene de 
la Cámara de Representantes, este beneficio se eliminaría y, 
además, se crearía una situación que es fácil de comprender, 
porque puede ocurrir que dentro de una cooperativa de vivienda 
no todas las familias tengan necesidad de acogerse al tope del 
26%, pero sí deba hacerlo una minoría. Sin embargo, conforme 
al texto aprobado por la otra rama parlamentaria, cada uno de 
los integrantes de una cooperativa, por ley, tendría derecho a 
reclamar el ajuste de su cuota al 26% de su ingreso familiar, 
creando una distorsión dentro del sistema cooperativo y lleván- 
dolo a una situación que puede semejarse a los problemas que a 
veces se dan -y que todos conocemos- en los conjuntos habita- 
cionales del régimen de propiedad horizontal. 


Por estas razones nos parece que hay que introducir una 
modificación al inciso segundo de este texto, recogiendo la pro- 
puesta de FUCVAM en el sentido de que las Cooperativas de 
Vivienda de Usuarios puedan optar, en su conjunto, entre el 
régimen vigente a la fecha de sanción de la presente ley o el 
beneficio consagrado en el inciso precedente. De esta manera no 
introduciremos un elemento de división en el interior de cada 
cooperativa, ya que cada una de ellas, actuando como tal, será la 
que resuelva la situación internamente sin que nosotros, a través 
de la ley, estemos creando un problema absolutamente inespera- 
do y que, repito, va contra la naturaleza misma del sistema 
cooperativo. 


Para terminar, debemos decir que con las salvedades anota- 
das y con la modificación del inciso segundo, que refiere a las 
cooperativas de vivienda, estamos dispuestos a aprobar este pro- 
yecto de ley, que vuelve operativo el tope del 26% -que sigue 
vigente- con la extensión del plazo. Una vez más señalo que no 
nos gusta esta solución y por eso creemos que tendremos que 
atender esta situación de otra manera, por ejemplo, a través de 
topes diferenciales que tengan en cuenta las circunstancias que 
enumeré. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - El señor senador Cassina hizo una 
prolija exposición de los antecedentes que existen sobre el trata- 
miento del tema que estamos analizando. Personalmente, quiero 
subrayar algunos de ellos para fundamentar una posición similar 
a la que él manifestó al concluir su intervención. 


En primer lugar, debo decir que este tema lleva años de 
tratamiento en el Poder Legislativo. Existe un antecedente, que 
es la ley N” 14,105, que establecía un mecanismo de franjas y 
topes que estaba destinada a regular, justamente, la forma en que 
los que se habían acogido al régimen de producción de vivien- 
das públicas del Banco Hipotecario, pudieran cumplir con la 
obligación de amortizar sus préstamos. Sin embargo, esa ley 
nunca fue aplicada, ni durante el régimen militar, ni en la admi- 
nistración anterior, ni en la actual, Fueron infinitas las gestiones 
y planteos que se hicieron, tanto a nivel de las organizaciones de 
cooperativistas como de los legisladores que se interesaron por 
el tema a partir de la recuperación democrática. Dicha ley no ha 
sido derogada, pero tiene la característica de no haber sido apli- 
cada, como tantas otras que existen en el país. 


Por otro lado, también está el antecedente mencionado por el 
señor senador Cassina. Á ese respecto, para resolver los proble- 
mas que generaba la aplicación del artículo 499, que modificaba 
el régimen de aquellos que habían contratado con el Banco, se 
sancionó en el Senado un proyecto de ley que buscaba dar una 
solución -no total pero bastante plausible- al tema, volviendo al 
régimen de franjas, o sea, atendiendo fundamentalmente a la 
capacidad de pago de quien tiene un préstamo del Banco Hipo- 
tecario. 


Este proyecto de ley, al ser rechazado por la Cámara de 
Representantes, pasó a la Asamblea General y hace más de un 
año que está allí, durmiendo en las Carpetas de la Comisión 
correspondiente. 


Cabe recordar que el texto que estamos considerando tuyo su 
sanción el 4 de mayo de 1993 en la Cámara de Representantes. 


En la sesión del día de ayer expresé -y lo reitero hoy- que el 
Poder Ejecutivo y las bancadas del gobierno nunca han tenido 
interés en modificar este sistema, que ha llevado a que un con- 
junto bastante importante de deudores no puedan cumplir con 
sus obligaciones, dado el crecimiento de sus cuotas mensuales, 
que se produce en forma geométrica. Por nuestra parte, quere- 
mos afirmar que, efectivamente, hay una gran cantidad de deu- 
dores del Banco Hipotecario a los cuales el nuevo sistema ha 
colocado en una situación extremadamente difícil para poder 
cumplir con regularidad sus obligaciones. En virtud de ello, se 
ha producido una situación tal que impide que el Banco cubre 
las cuotas de algunos deudores, quienes han entrado en mora. 


15 de Junio de 1994 


Ahora se nos presenta la consideración de un proyecto de ley 
que, en sustancia -y tal como lo expresó el señor senador Cassi- 
na- extiende el plazo en forma genérica, convirtiendo al présta- 
mo en un alquiler que, mediante el mecanismo de llevar el plazo 
a cuarenta y cinco años, abarca la vida de varias generaciones. 
En ese sentido, me pregunto en qué condiciones estarán las 
viviendas que se adquieren nuevas y terminan pagándose recién 
a los cuarenta y cinco años. 


No tengo los números como para demostrarlo, pero me da la 
impresión de que, a través de este mecanismo, combinado con el 
tema de la variabilidad de la tasa de interés -que es una de las 
causas del crecimiento de las cuotas- en lugar de estar dando 
una facilidad, el Banco está haciendo un negocio, 


Tengo la plena convicción de que esto es así. Por supuesto, 
me gustaría demostrarlo, pero no poseo las cifras para hacerlo, 
pues recién en la mañana de ayer, me enteré de que se iba a 
solicitar el tratamiento urgente de este proyecto de ley en la 
sesión próximo pasada, Es verdad que para el sistema público el 
legislador no quiso que el Banco Hipotecario del Uruguay hicie- 
ra un negocio, sino que prestara un servicio de ayuda a la comu- 
nidad. 


Por lo tanto, a primera vista resulta plausible que si hay 
gente que no puede pagar, se le extienda el plazo a efectos de 
que continúe vinculada a la vivienda pues, de lo contrario, el 
Banco lo va a desapoderar de la misma y ya sabemos cómo 
incide este tema en la vida de la familia uruguaya. De modo 
que, en primera instancia, nadie puede negar la aprobación de 
un mecanismo que ayude a que la gente permanezca en la vi- 
vienda que ha adquirido con tanto sacrificio. Sin embargo, la 
situación de todos los deudores del Banco Hipotecario del Uru- 
guay no €s igual. 


Se me ha informado que cuando se trató este tema en la 
Cámara de Representantes, el sistema Cooperativo de Vivienda 
no fue consultado pese a que, por ejemplo, el sistema Cooperati- 
vo de Vivienda por Ayuda Mutua involucra a 10.000 familias 
que sufren el impacto de cualquier legislación referida a este 
asunto. Los señores senadores tienen conocimiento de cómo ha 
incidido dicho sistema en la solución del problema habitacional 
de miles de familias y, asimismo, de los obstáculos que dicho 
movimiento ha encontrado para llevar adelante un mecanismo 
que ha resultado ejemplar en el mundo, Digo esto porque se lo 
ha estudiado a efectos de aplicarlo a otras realidades, en virtud 
de la importancia que reviste para arraigar, fundamentalmente a 
los trabajadores y empleados, a un sistema que les soluciona, en 
buena parte, el problema de la vivienda -contando para ello con 
la colaboración del Estado- mediante su esfuerzo personal. 


Tengo en mi poder algunas notas que he tomado en forma 
apresurada antes de la sesión, acerca de la realidad actual de los 
cooperativistas del Sistema de Vivienda por Ayuda Mutua. En 
ese sentido, debo decir que de las 10.000 familias vinculadas al 
mismo, hay solamente 400 que han sido subsidiadas por el Ban- 
co Hipotecario del Uruguay, mediante un mecanismo previsto 
en las disposiciones legales correspondientes. Luego de muchos 
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problemas, de infinidad de conflictos y de situaciones tensas 
entre el Banco Hipotecario del Uruguay y el Sistema Cooperati- 
vo de Vivienda por Ayuda Mutua, éste tiene actualmente -de 
acuerdo con las negociaciones que se han llevado adelante- una 
buena relación con aquél, pues las Cooperativas están al día con 
sus obligaciones. 


Las disposiciones que se incluyen en el inciso segundo de 
este proyecto de ley que tenemos a consideración, señalan que 
para las Cooperativas de Viviendas esta condición -es decir, la 
extensión del plazo- se aplicará a cada uno de los socios o al 
conjunto de ellos -según tenga la calidad de deudor cada uno de 
los referidos socios o la Cooperativa- y esto, tal como lo señala- 
ba el señor senador Cassina, destruye al sistema cooperativo. 
Digo esto, porque el aspecto medular del sistema cooperativo 
consiste en que el conjunto de los cooperativistas se ayudan a 
resolver los problemas relacionados con el Banco que les ha 
otorgado el préstamo. ¿Cómo opera esta disposición con rela- 
ción a los cooperativistas? En el Sistema de Cooperativa de 
Propietarios se puede dar el caso de que cuando uno de los 
cooperativistas tiene un problema, como es propietario, puede 
realizar una negociación de extensión del plazo sin lesionar al 
conjunto. Sin embargo, en el caso de las Cooperativas de Vi- 
vienda por Ayuda Mutua, habría que preguntarse si el aplicar el 
nuevo mecanismo de la extensión del plazo entre las 400 fami- 
lias subsidiadas, no le permitiría al Banco Hipotecario del Uru- 
guay dejar de otorgarles el subsidio correspondiente. A mi jui- 
cio, es necesario hacer esa lectura del proyecto de ley, pues de la 
misma se puede extraer fácilmente -a pesar de. que en ella no 
figure- que si se ingresa por este mecanismo que estamos consi- 
derando, el subsidio que tienen actualmente las familias antes 
mencionadas, desaparecería. Quizás en la norma que estamos 
considerando existe una autoayuda del Banco Hipotecario del 
Uruguay, pues fue éste el que presentó la propuesta. Si tenemos 
en Cuenta la filosofía con la que se ha manejado el mismo en 
esta materia, me tomo la libertad de pensar que, a través de este 
mecanismo, los subsidios -reitero- dejarían de operar. 


Por otro lado, si en una Cooperativa de cincuenta usuarios, 
hay tres familias que están en la situación a que hacíamos refe- 
rencía -teniendo en cuenta lo que dice el proyecto de ley, en el 
sentido de que la decisión la debe tomar la Cooperativa- me 
pregunto si toda la Cooperativa -es decir, los cuarenta y siete 
socios restantes- se acogerá a la extensión del plazo, de treinta y 
cinco a cuarenta y cinco años. Indudablemente, como lo señalan 
los cooperativistas, eso no es racional ni bueno para el sistema. 
Si optan por ese mecanismo, seguramente van a salvar el espfri- 
tu cooperativo, el del conjunto de los usuarios; pero, si no, se los 
obligará -en el caso de que se encuentren en la disyuntiva de 
tener que adoptar una decisión- a adoptar una medida mediante 
la cual los cooperativistas deberán resolver sus problemas indi- 
vidualmente. Naturalmente, eso sería un veneno para el sistema 
cooperativo; en una palabra, lo haría explotar. 


Por lo tanto, habría que preguntarse si sería bueno destruir 
un sistema como este al que estamos haciendo referencia, que ha 
demostrado una eficiencia enorme, como ningún otro, en la cons- 
trucción de viviendas destinadas a los sectores de trabajadores 
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de las capas medias de nuestro país. Por el contrario, pienso que 
debería instrumentarse una política activa que propendiera a que 
el Estado dispusiera de mecanismos que facilitaran la consecu- 
ción de tierras, así como también la concesión de préstamos. No 
debemos olvidar que en los últimos nueve años hemos discutido 
mucho acerca de la necesidad de que las Cooperativas de Vi- 
vienda por el Sistema de Ayuda Mutua tengan acceso a créditos. 
Precisamente, mucho se ha hablado, tanto en el Senado como en 
la Cámara de Representantes, de las trabas que ponía el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas para reconocer la personería jurídi- 
ca que, necesariamente, debían tener las Cooperativas de Vi- 
vienda, a efectos de poder tramitar los préstamos. Cabe recordar 
que no les negaban el préstamo sino que, lisa y llanamente, no 
les daban la personería jurídica antes mencionada, motivo por el 
cual decenas de Cooperativas no pudieron comenzar a funcionar 
durante años. De modo que, reitero, se les ponía una traba de 
carácter fáctico, pues no existía ningún impedimento legal para 
que se les concediera dicha personería. 


Creo que el proyecto de ley, tal como está redactado, no 
puede ser sancionado por el Senado. Si se modifica lo relativo a 
las Cooperativas de Vivienda por el Sistena de Ayuda Mutua y, 
en su lugar, se establece alguna disposición como la que ha 
mencionado ei señor senador Cassina, quizás pudiéramos consi- 
derar su aprobación. Decimos esto, en el entendido de que se 
trata de una legislación absolutamente incompleta, pues no re- 
suelve los problemas de quienes utilizan los préstamos del Ban- 
co Hipotecario del Uruguay y porque pensamos que se deben 
buscar otros mecanismos de solución. Como dijimos anterior- 
mente, el Estado debe asumir un rol protagónico en el tema de la 
vivienda y, asimismo, en lo que tiene que ver con el reajuste de 
las cuotas y de las tasas de interés que no pueden convertirse en 


un negocio para el Banco Hipotecario del Uruguay. Estimo que : 


debemos recuperar la posibilidad de contribuir a resolver el pro- 
blema de la vivienda en el Uruguay a través de los mejores 
sistemas que hayan sido experimentados. Si se tienen en cuenta 
las modificaciones propuestas, podremos acompañar el proyecto 
de ley. Sin embargo, advierto que no renunciamos a que la 
legislación que ha sido presentada y se encuentra a considera- 
ción de la Asamblea General sea discutida. Sé que no existe 
voluntad política en tratar este tema, aunque nunca se me ha 
explicado suficientemente el por qué. Pienso que el sistema de 
las franjas contribuiría a regularizar la situación del Banco Hipo- 
tecario del Uruguay ya que la gente cumpliría, no existiría mo- 
rosidad y se atendería un problema social muy grave, que es el 
de la imposibilidad de pagar las altísimas cuotas que se exigen. 
En ese sentido, en el día de ayer algunos cooperativistas de 
Vivienda por Ayuda Mutua me comentaban que tienen cuotas 
que oscilan entre $ 900 y $ 950 mensuales. Esto significa un 
monto muy importante para alguien que ha obtenido un présta- 
mo y, además, ha trabajado años construyendo su propia casa. 
Obviamente, ésta no es la situación del arrendatario que elige 
una vivienda y paga un alquiler. Se trata de ciudadanos que 
junto a su familia han edificado sus casas ladrillo por ladrillo. 
No obstante, los castigamos con altísimas cuotas, 


Por lo expuesto, señor presidente, creo que el proyecto de 
ley sólo puede ser acompañado en la medida en que se lo modi- 
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fique, tal como lo ha planteado el señor senador Cassina, a 
sugerencia de los cooperativistas de Vivienda por Ayuda Mutua. 
Asimismo, quiero agregar que nos hubiera complacido que el 
gobierno hubiera comparecido en el día de ayer, planteando una 
cuestión de urgencia para reunir a la Asamblea General y votar 
el proyecto de ley que tiene a consideración la Comisión de 
Vivienda de la referida Asamblea. A nuestro juicio, ello contri- 
buiría a resolver realmente el problema y obviaría las dificulta- 
des que acarrearía la sanción dei proyecto de ley, tal como está. 
Como ya mencioné, las actuales formas de relacionamiento del 
movimiento cooperativista con el Banco Hipotecario han mejo- 
rado y se ha logrado que no exista atraso en las cuotas. Por lo 
tanto, de sancionarse el proyecto de ley, tal como está previsto, 
se producirá una nueva distorsión, 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Solicito al 
señor senador Pereyra que ocupe la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra) 
SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Las recientes intervenciones de los se- 
ñores senadores Cassina y Gargano me permiten ahorrar argu- 
mentaciones que serían excesivas. Simplemente, deseo recordar 
que hay aspectos desgraciadamente desatendidos, vinculados a 
disposiciones como las mencionadas. El señor senador Gargano 
hacía referencia a la ley N” 14.106, pero también podemos ha- 
blar de la propia Ley de Vivienda que fijaba el 20%, como tope 
razonable para las amortizaciones de los préstamos que otorga el 
Banco Hipotecario del Uruguay. Recuerdo que en 1968 se susci- 
tó una discusión en el Parlamento, a raíz de que este porcentaje, 
a nivel internacional, se entendía por demás generoso. 


Después de haber realizado una lectura atenta de esta pro- 
puesta de la Cámara de Representantes y de las disposiciones 
del artículo 499 de la Ley de Rendición de Cuentas de 1991, 
podemos decir que concordamos con las expresiones del señor 
senador Cassina. Entendemos que el criterio general que propo- 
ne el proyecto de ley de la Cámara de Representantes no hace 
más que completar el sentido del artículo 499 de la ley N” 16,226 
que, como ya mencioné, es la correspondiente a la Rendición de 
Cuentas de 1991. 


Consideramos que fijar un tope máximo del 26% está muy 
lejos de lo que sería deseable. Sabemos que existen muchas 
familias en el interior del país y en la capital, que deben afrontar 
cuotas que están muy por encima del porcentaje del ingreso total 
del núcleo familiar. Sin embargo, de verificarse esta situación, 
ello supondría un paliativo para esas familias. De todas maneras, 
cuando la correlación política lo permita, ese guarismo podrá 
ajustarse a criterios más razonables y equitativos. 


Deseo hacer notar que no ha sido posible llevar a cabo una 
discusión en conjunto, en el seno de la Comisión de-la Asamblea 
General, por falta de quórum. De todas formas, hemos tratado 
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de recabar la opinión de todos los sectores políticos para crear 
un proyecto de ley que atienda con sentido equitativo los distin- 
tos estratos de nuestra sociedad. Para ello, las cuotas del Banco 
Hipotecario deberían tener topes proporcionales, según las fran- 
jas de ingreso familiar, disminuyendo porcentualmente, de acuer- 
do con el monto total. También creemos que esta forma diferen- 
cial de fijar topes porcentuales a los ingresos, debería comple- 
mentarse con análisis específicos de la constitución del núcleo 
familiar. Es decir, que para el mismo monto de ingresos, debería 
tenerse más benevolencia en los casos en que el número de 
integrantes es mayor, Debo destacar que en las conversaciones 
mantenidas con tos distintos grupos políticos, se había logrado 
fijar un máximo del 26% -como el que se había manejado en el 
año 1991- y un mínimo de hasta un 10%, para aquellos núcleos 
familiares cuyo número de integrantes fuera particularmente alto 
y sus ingresos por todo concepto, fueran singularmente bajos. 


Evidentemente, no existió voluntad política al respecto y 
hasta el día de hoy no ha sido posible lograr un consenso para 
retribuir el esfuerzo social y así poder enfocar un problema 
crítico en el país, que, desde la dictadura hasta el presente, no ha 
podido ser atendido. En la tarde de hoy distintas organizaciones 
interesadas por este problema de la vivienda en el país -que 
además son representantes de deudores del Banco Hipotecario 
del Uruguay- nos alertaron acerca del peligro que podría consti- 
tuir para el caso específico de las cooperativas de vivienda, tanto 
para las de ayuda mutua como para las de usuarios, ya que se 
podría generar una distorsión totalmente inconveniente. Si algo 
tiene de sabio la Ley de Vivienda de 1968 -que concitó práctica- 
mente la unanimidad de los integrantes del Parlamento de enton- 
ces- es una sucesión de buenas ideas y la estructuración de un 
sistema que procuraba ser autosostenido desde el punto de vista 
económico y financiero. Lamentablemente, distintas motivacio- 
nes hicieron que, de algún modo, se vulnerara dicho sistema y, 
por ende, se desatendieran algunos de sus criterios básicos. De 
todas maneras, tanto la idea de generar una moneda ficta -me 
refiero a la unidad reajustable- corno la de incorporar la figura 
“cooperativa de vivienda” a-la legislación nacional, señalando 
tanto la modalidad de ahorro previo como la de ayuda mutua 
atendiendo a los distintos sectores poblacionales con capacidad 
mínima de contribución, ya sea a nivel económico o con el 
aporte del trabajo solidario, a mi juicio, representaron avances 
indudables y sobre este aspecto quisiera contar una anécdota a 
fin de remarcar hasta qué punto al país se lo reconoce, se lo 
aprecia y se lo aplaude a nivel internacional. 


Hace aproximadamente cinco años atrás, tuve oportunidad 
de asistir, invitado especialmente para disertar sobre el sistema 
cooperativo uruguayo y sobre las realizaciones con las que efec- 
tivamente avanzamos en el campo de vivienda popular en el 
Uruguay. Concretamente, fui invitado para concurrir a la Junta 
de Andalucía a través de las autoridades oftciales, y tanto en 
Madrid como en Sevilla tuve ocasión de explicitar los avances y 
las experiencias que en el sistema cooperativo y en la vivienda 
popular se habían ido gestando y concretando desde 1970 hasta 
hace pocos años atrás. Allí se me informó que algunas de las 
autoridades -precisamente aquellas que habían promovido mi 
invitación- se excusaban por no haber estado presentes en la 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 457 


primera disertación dado que se habían trasladado a Suecia y 
Dinamarca -países que están a la vanguardia en cuanto a iniciati- 
vas en materia de vivienda popular a través del sistema coopera- 
tivo y que sirvieron de base para alguna de las leyes que se 
impulsaron en Chile y en nuestra ley de 1968- y en dichos 
países les manifestaron que si querían estar al día acerca del 
sistema cooperativo para vivienda popular más avanzado, de- 
bían ir a Uruguay. Durante la dictadura y también en la adminis- 
tración anterior, por vía de las autoridades del Banco Hipoteca- 
rio no se ha valorado esto como corresponde, como tampoco se 
lo ha hecho en el correr de estos últimos años, en donde las 
viviendas cooperativas no fueron promovidas y sí prácticamente 
suspendidas. 


Quiero hacer notar que uno de los sistemas más interesantes 
en cuanto a las cooperativas de vivienda por ayuda mutua a fin 
de desalentar la especulación inmobiliaria que se pueda dar, fue 
la posibilidad de crear no solamente las cooperativas de propie- 
tarios sino también las de usuarios, siendo voluntaria la acepta- 
ción de uno u otro régimen. Lamentablemente, se desalentó la 
de usuarios que, precisamente, es aquel sistema que intenta en- 
torpecer la comercialización especulativa con la vivienda. Si 
bien no señalo que el sistema público deba ser el único que 
atienda el problema de la vivienda, creo que sería muy sano que 
toda inversión que éste realice en relación con el problema de la 
vivienda popular, deba estar dirigido a desalentar la pura espe- 
culación a los efectos de promover formas sustantivamente so- 
ciales para obtener los máximos réditos del capital utilizado. 


De acuerdo con las opiniones vertidas en la tarde de hoy, 
comprendemos que sería muy poco sensato aprobar el texto tal 
como viene de la Cámara de Representantes. Por el contrario, 
nos plegamos al propuesto por el señor senador Cassina -y que 
sugiere la Federación Unificadora de Cooperativas de Vivienda 
por Ayuda Mutua- que trata de no distorsionar la situación vi- 
gente. Consideramos que estas cooperativas que no presentan 
morosidad, tanto a nivel de unidades independientes como de 
conjuntos a nivel urbano y de imagen de ciudad aceptable -cabe 
señalar que en el interior hay alguna de las más soberbias con- 
creciones de la arquitectura contemporánea del país, que si bien 
fueron hechas con escasos recursos, tanto en este ámbito como 
en otros del quehacer colectivo e individual, la calidad no sólo 
pasa por el monto de la inversión- han sido capaces de demos- 
trar que con la misma inversión se obtenían mejores resultados, 
tanto cualitativos como cuantitativos, con un rigor desde el pun- 
to de vista de la financiación y de la gestión realmente interesan- 
te, Me estoy refiriendo a los conjuntos habitaciones construidos 
en la capital, como así también a los del interior del país, que 
han promovido buena parte de lo mejor de los años '60 y '70, 
generados como propuesta uruguaya de construcción. 


Por tales razones, señor presidente, entendemos que el 26% 
sigue siendo un tope máximo excesivo y para muchas familias 
seguirá siendo inalcanzable, ya que se trata de más de la cuarta 
parte de sus ingresos. Por ejemplo, muchas familias de Bella 
Unión, que son deudoras del Banco Hipotecario por núcleos de 
vivienda popular, hicieron llegar una nota -yo diría en términos 
angustiosos- a la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Terri- 
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torial. Todos sabemos que están pasando por un momento muy 
especial y, lógicamente, difícilmente puedan disponer de los es- 
casísimos ingresos -si es que los tienen- que reciben en forma 
fija, para atender esta situación. Además, en la medida en que no 
haya una correlación de fuerza capaz de generar una situación 
más perdurable y justiciera, estamos dispuestos a acompañarlo 
porque, por lo menos, acota las amortizaciones de aquellas fami- 
lias que están pagando el 35%, el 40% o más del 50% de sus 
ingresos al Banco Hipotecario. Hemos comprobado que a través 
de esta disposición se obtiene ese tope, como máximo. Asimis- 
mo, destaco que estamos dispuestos a acompañar la sugerencia 
que nos hiciera llegar la Federación Unificadora de Cooperati- 
vas de Vivienda por Ayuda Mutua porque sabemos que de esa 
manera no se distorsiona un sistema cooperativo que hoy es 
conocido, aplaudido y estudiado a nivel internacional pero que, 
lamentablemente, ha sido abandonado desde la dictadura hasta 
el presente injustamente en nuestro país. 


Por último, reitero que estaríamos dispuestos a acompañar 
este texto con la modificación propuesta. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor presidente: adelanto que va- 
mos a acompañar el criterio propuesto por el señor senador 
Cassina, en el sentido de propiciar algunas modificaciones en el 
texto legal del proyecto de ley, porque nos parece que tal como 
viene redactado de la Cámara de Representantes no soluciona, ni 
siquiera parcialmente, los problemas que justifican su media 
sanción. Al igual que el señor senador Cassina, entiendo que 
debemos reflexionar sobre algunas de las observaciones que cons- 
tan en la nota elaborada por FUCVAM. En la misma, se señalan 
ciertos aspectos que ninguno de nosotros -por lo menos quien 
habla- habíamos tenido en cuenta. Además, deseo aclarar que no 
formo parte de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Terri- 
torial y mi compañero de sector, el señor senador Belvisi, en 
este momento está haciendo uso de una licencia. Quien habla, al 


igual que otros señores senadores, han tenido que formar muy 


sobre la marcha, su posición sobre este proyecto de ley. 


A pesar de lo expuesto, entiendo que hay aspectos que son 
claros. Esta iniciativa, en definitiva, no deja de ser una especie 
de aspirina frente a lo que está ocurriendo con la política de 
vivienda. Desde mi punto de vista, los problemas de fondo son 
muchos y ninguno de ellos se soluciona extendiendo el plazo de 
la hipoteca. 


Uno de ellos, es la brecha cada vez mayor que existe entre 
los ingresos de los deudores del Banco Hipotecario del Uruguay 
y los costos de la construcción, tanto en las viviendas realizadas 
por el sistema público, como por aquellas otras que construye el 
sistema privado, Esta es una realidad que no es abordada por 
este proyecto de ley ni por ninguna acción de las autoridades 
competentes. 
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Asimismo, otro de los problemas graves es el desfase cada 
vez mayor que existe entre la Unidad Reajustable y el dólar, lo 
que hace muy difícil la situación de los deudores del Banco 
Hipotecario del Uruguay. Mi sector político -y ésta ha sido una 
actitud que ha mantenido- considera que este sistema de reajus- 
tes trimestrales para todas las categorías, excepto para la 1 y la 
II, que son semestrales, está limitando cada vez más las posibili- 
dades de sus deudores, sobre todo en lo que tiene que ver con 
los intereses que se les aplican. 


Aclaro que no poseo las cifras exactas, pero cuento con in- 
formaciones brindadas por personal del Banco Hipotecario del 
Uruguay que me merecen confianza, que me estarían indicando 
que este proyecto de ley, a lo sumo, beneficiaría solamente entre 
cien y doscientos deudores. Por lo tanto, tampoco debemos “echar 
las campanas al vuelo” pensando que lo que desde mi punto de 
vista es una especie de aspirina, beneficiaría a la mayoría de los 
deudores de la institución. 


Reitero que estamos trabajando contra reloj, porque este pro- 
yecto de ley ingresó al Senado como urgente en el día de ayer, 
pero todos los senadores hemos hecho lo posible en la materia. 
Sin embargo, si la información que se me ha brindado es correc- 
ta, esta solución no alcanza a una cantidad significativa de per- 
sonas. 


Al igual que lo señalado por los señores senadores Cassina y 
Gargano, el Foro Batllista va a acompañar una fórmula que siga 
la dirección de la propuesta de FUCVAM, debido a que no se 
contempla adecuadamente el problema que seguramente va a 
surgir entre muchos socios de estas cooperativas de vivienda, A 
este respecto, entiendo que es necesario efectuar las modifica- 
ciones correspondientes al artículo 1” del proyecto de ley. 


No voy a extenderme demasiado en el tema, porque creo que 
el quórum que actualmente existe en el Senado puede hacer 
peligrar la continuación de la sesión. Sin embargo, no puedo 
dejar de señalar una duda que me asalta desde el punto de vista 
jurídico con respecto al texto que estamos discutiendo. En ese 
sentido, trataré de ser lo más claro posible. Entiendo que con la 
redacción de la norma vigente, a la que se le agregan nuevos 
incisos, puede producirse -a través de una interpretación piede- 
letrista que tendría un soporte importante- una situación que 
realmente me preocupa. 


Voy a plantear cuál es mi punto de vista al respecto y desea- 
ría fervientemente que el miembro informante, o algún otro se- 
ñor senador, me demostrara que estoy equivocado. 


La norma vigente a la que se le incorporarían tres incisos, es 
el artículo 499 de la ley N” 16.226, del 29 de octubre de 1991. 
La misma contiene actualmente un cuarto y último inciso que 
establece: “Facúltase al Banco Hipotecario del Uruguay a otor- 
gar, ante circunstancias excepcionales, plazos y condiciones di- 
ferenciales, contemplando la situación social de los deudores, 
con el propósito de flexibilizar las fórmulas de pago”. Esta dis- 
posición debe entenderse vinculada a los demás incisos del 
artículo 499, donde se señala cómo funciona el mecanismo de 
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los llamados reajustes. Es decir que si mi interpretación es 
correcta -reitero que no soy un experto en el tema de la vivien- 
da, sino que simplemente estoy tratando de introducirme en el 
mismo desde hace pocos días- lo que determina el último inciso 
del artículo 499 de la ley N” 16.226 es que, ante circunstancias 
excepcionales, estos reajustes semestrales o trimestrales, según 
la categoría de que se trate, pueden ser modificados en forma 
unilateral por decisión del Banco Hipotecario del Uruguay, en lo 
relativo a plazos y condiciones, teniendo en cuenta -algo que es 
totalmente compartible- la situación social de los deudores. 


Es decir, la norma vigente habla de reajustes cada cuatro o 
cada seis meses, salvo cuando se dé determinada situación deri- 
vada de una condición social especial de cierto deudor. Esta 
norma vendría seguida -al aprobarse este proyecto de ley- de un 
inciso que expresa que las extensiones de plazo a que refiere el 
inciso precedente podrán llevarlo a un máximo de cuarenta y 
cinco años, etcétera. Quiere decir que el inciso no se modifica y 
determina que el Banco Hipotecario, ante circunstancias excep- 
cionales, puede modificar las disposiciones anteriores. Entonces, 
si interpreto al pie de la letra el artículo tal como aparece en el 
proyecto aprobado en la Cámara de Representantes, ya no se 
trata sólo de la extensión de un plazo a cuarenta y cinco años 
para todos los deudores, sino que eso sólo sería posible cuando 
hubiera circunstancias excepcionales en lo que respecta a la si- 
tuación social de ellos. Es decir, no sería tal como quien habla 
tuvo oportunidad de leer en los diarios y tampoco como pudo 
ayer escuchar por parte de alguien de la bancada herrerista, con 
gran entusiasmo, muy sincero él -y aclaro que no lo digo con 
agresividad- en cuanto a que la extensión de que se trata tendría 
carácter general. De acuerdo con la forma en que está redactada 
la norma que viene de la Cámara de Representantes, esta exten- 
sión de plazo sería posible sólo cuando se den las situaciones a 
que refiere el inciso cuarto del artículo 449. 


Declaro que no estoy de acuerdo con esto. Pienso que si se 
va a ampliar a cuarenta y cinco años el plazo de las hipotecas, 
no puede ser que ocurra sólo en unas circunstancias especiales 
porque, tal como dije al principio, algunos problemas de los 
deudores del Banco no se derivan de circunstancias sociales 
excepcionales sino de una política de vivienda -sobre la que 
ahora no deseo discutir- que afecta a todos, a los más y los 
menos pobres de los deudores del Banco, es decir, tanto a aque- 
llos cuyas viviendas son de Categoría 1, como II y demás. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: creo que la observa- 
ción que realiza el señor senador Ricaldoni es muy atinada y 
demuestra que, por las razones que fueren, estamos legislando 
apresuradamente. Pienso que es muy claro lo que él ha señalado 
«confieso que no lo había advertido- en cuanto a que el texto que 
tenemos a consideración habla de las extensiones del plazo a 
que refiere el inciso precedente, serían sotamente las que resul- 
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tan del régimen de gracia que el Directorio del Banco puede 
conceder en situaciones excepcionales y no las que derivan del 
inciso anterior, es decir, del derecho de cada deudor a que su 
cuota no exceda el 26% de los ingresos del núcleo familiar. 


En definitiva, como creo que vamos a modificar el texto 
legal y el proyecto deberá retornar a la Cámara de Representan- 
tes «sobre todo en razón del planteamiento que ha realizado 
FUCVAM en cuanto a modificar el inciso siguiente- propondría, 
para recoger la observación realizada por el señor senador Rical- 
doni -que me parece totalmente atinada- que el inciso primero 
del texto que se introduce expresara lo siguiente: “Las extensio- 
nes de plazo que resulten de la aplicación de los incisos prece- 
dentes podrán llevarlo a un máximo de cuarenta y cinco años”. 
De otro modo, seguramente caeremos -aunque no voluntaria- 
mente- en la situación que planteó el señor senador Ricaldoni, 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: no sé si siento 
alivio al encontrar apoyo en el señor senador Cassina respecto 
de mi duda -que, por supuesto, tenía la obligación de plantear al 
Cuerpo- o mayor preocupación. Creo que una redacción como 
la propuesta por el señor senador Cassina precisamente podría 
evitar esto que, repito, interpretado al pie de la letra, podría dar 
lugar a que el régimen que terminemos votando fuera mucho 
más perjudicial para los deudores del Banco que la normativa 
vigente; sin embargo, saldríamos de aquí creyendo todo lo con- 
trario y los deudores del Banco pensarían que si bien no es ésta 
una solución buena pero “lo mejor es enemigo de lo bueno”, 
etcétera. O sea, una aspirina al fin y al cabo es una aspirina si 
bien, en este caso, es algo tóxica y, además, el abanico de bene- 
ficiarios es mucho menor de lo que se supone. 


Para terminar, repito que acompaño lo que ha señalado el 
señor senador Cassina. Es decir, pienso que se debe tener en 
cuenta la preocupación señalada por FUCVAM en la nota de 
fecha 14 de junio y, por otra parte, se debería modificar el 
artículo 1” aprobado en la Cámara de Representantes. El hecho 
de que esto signifique que el proyecto debe volver a la otra rama 
del Parlamento me preocupa mucho menos que votar esto tal 
como está y sentir que, al igual que otras veces, estamos legis- 
lando demasiado apresuradamente. 


SEÑORA PRIORE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra. - Tiene la 
palabra la señora senadora. j 


SEÑORA PRIORE. - Por nuestra parte, votaremos afirmati- 
vamente el texto aprobado en la Cámara de Representantes. Sin 
embargo, desearíamos realizar antes algunas puntualizaciones. 


En principio, deseo señalar que como integrante de la Comi- 
sión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado, recibía 
constantemente, notas, pedidos y telegramas manifestando que 
se pusiera a consideración de este Cuerpo el proyecto ya aproba- 


15 de Junio de 1994 


enviado a la Cámara de Representantes y lo que realmente me 
inhibe de actuar de esa manera es el hecho de que muchas veces 
he sentido en este Cuerpo que allí las iniciativas “duermen el 
sueño de los justos”. Entonces, preferiría que aprobáramos este 
proyecto y luego, en forma inmediata, nos aboquemos a sancio- 
nar el otro, que después tendría que pasar a la Cámara de Repre- 
sentantes. De esta forma, estaríamos aliviando la situación de 
muchas personas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Elso Goñi. 


SEÑOR ELSO GONL - A mi juicio, lo mejor sería pasar a 
un breve cuarto intermedio a fin de buscar un acuerdo con res- 
pecto a este tema. Aclaro que no estoy formulando una moción, 
sino que estoy actuando en forma exploratoria. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - Aclaro que estoy de acuerdo con la fór- 
mula que, entre otros, proponían los señores senadores Cassina, 
Arana, Gargano y Ricaldoni. Pienso que podemos aprovechar la 
propuesta del señor senador Elso Goñi en el sentido de que, 
efectivamente, hagamos un cuarto intermedio de diez minutos a 
fin de ajustar el proyecto y avisar a los señores representantes de 
cada uno de los sectores para que, si es posible, junten firmas, 
dado que la Cámara Baja está reunida, a efectos de que aprueben 
la realización de una sesión extraordinaria en el día de mañana. 
De esta forma, estaríamos solucionando el problemas en 24 ho- 
ras. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR PEREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: si se plantea un bre- 
ve cuarto intermedio, no tenemos inconveniente en votarlo, pero 
creo que fuimos claros en nuestra exposición: no estamos dis- 
puestos a aprobar el proyecto tal como está redactado. No tene- 


mos dudas en el sentido de que es real el compromiso que * 


asumen diversos sectores de votar de inmediato una ley modifi- 
cativa, pero creemos que no sería necesario seguir ese camino, 
cuando la vía legislativa en la que estamos operando nos permite 
operar rápidamente. Suponemos que no habrá dificultades para 
que la Cámara de Representantes sancione en 24 horas o una 
semana la modificación, y pensamos que ello es mejor que votar 
hoy una iniciativa y, de inmediato, nos enmendemos la plana; 
máxime cuando a ta preocupación inicial transmitida por FU- 
CVAM que he planteado, podemos agregar la corrección al tex- 
to que resulta de la observación formulada por el señor senador 
Ricaldoni, que no habíamos tomado en cuenta. El texto tal como 
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fue votado en la Cámara de Representantes supone que la exten- 
sión del plazo y de la garantía hipotecaria sólo operaría en los 
casos excepcionales en que el Directorio, por acto de gracia -por 
así decirlo- atienda circunstancias derivadas de la situación so- 
cial de los deudores y no del derecho de éstos a corregir su 
cuota, bajándola al 26% de sus ingresos. Lo expuesto resulta del 
texto que estamos analizando; no obstante, es probable que pos- 
teriormente el Banco Hipotecario pueda efectuar una aplicación 
distinta atendiendo al espíritu del legislador. Me pregunto, en- 
tonces, si hemos advertido un error, por qué no lo corregimos a 
tiempo. Esto no lo puedo entender, 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - La Mesa 
desea aclarar a los señores senadores que no existe ninguna 
moción de orden, sino que lo que se realizó fue un sondeo a fin 
de observar si hay ambiente para solicitar un cuarto intermedio. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor presidente: a mi juicio, po- 
dríamos votar, en primer término, el proyecto en general. Espero 
que, cualquiera sea la opinión que se tenga al respecto, todos los 
señores senadores lo aprueben. 


Luego, se pondría a votación el artículo 1” que viene de la 
Cámara de Representantes. En ese caso, deberemos atenernos al 
resultado de la votación, ya que si el proyecto es rechazado, 
inmediatamente se presentará uno sustitutivo y en el caso de que 
éste tampoco resultara aprobado -lo cual parece poco probable- 
haríamos un cuarto intermedio. En lo personal, creo que nadie, 
en su sano juicio, desea que no se apruebe ninguna iniciativa. 
Por ese motivo, pienso que en principio deberíamos votar el 
proyecto en general, de manera de demostrar la intención del 
Cuerpo -más allá de algunos problemas coyunturales a los que, 
por supuesto, no les quito importancia- de legislar hoy en esta 
materia. En ese sentido, me parece que podríamos votar, en 
primer término, el proyecto en general, luego el artículo que 
viene de la Cámara de Representantes, posteriormente la pro- 
puesta modificativa formulada por los señores senadores Rical- 
doni y Cassina y, por último -en caso de no hallarse solución 
alguna- pasaríamos a cuarto intermedio a los efectos de aunar 
voluntades para lograr un entendimiento que permita zanjar este 
problema. En realidad, creo que la cuestión es más de forma o 
de procedimiento que de sustancia, porque tal como señaló la 
señora senadora Priore, las objeciones formuladas por FUCVAM 
tienen sentido y por ello está dispuesta a recogerlas. Reitero que 
no existe una diferencia de fondo, sino simplemente un proble- 
ma de trámite legislativo, Entonces, corresponde que definamos 
el problema por medio de la votación. En definitiva, pienso que 
sería un contrasentido que estando todos de acuerdo, hasta en el 
fondo del asunto, no logremos hoy una salida que dé tranquili- 
dad a miles de personas, Por ello, considero que la propuesta del 
señor senador Elso Goñi podría quedar -si es que él no tiene 
inconveniente- postergada para luego de la votación del artículo 
1? y, en ese momento, resolveríamos si es necesario pasar a un 
cuarto intermedio. 
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enviado a la Cámara de Representantes y lo que realmente me 
inhibe de actuar de esa manera es el hecho de que muchas veces 
he sentido en este Cuerpo que allí las iniciativas “duermen el 
sueño de los justos”. Entonces, preferiría que aprobáramos este 
proyecto y luego, en forma inmediata, nos aboquemos a sancio- 
nar el otro, que después tendría que pasar a la Cámara de Repre- 
sentantes. De esta forma, estaríamos aliviando la situación de 
muchas personas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Elso Goñi. 


SEÑOR ELSO GOÑL - A mi juicio, lo mejor sería pasar a 
un breve cuarto intermedio a fin de buscar un acuerdo con res- 
pecto a este tema. Aclaro que no estoy formulando una moción, 
sino que estoy actuando en forma exploratoria. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. : 


SEÑOR PEREZ. - Aclaro que estoy de acuerdo con la fór- 
mula que, entre otros, proponían los señores senadores Cassina, 
Arana, Gargano y Ricaldoni. Pienso que podemos aprovechar la 
propuesta del señor senador Elso Goñi en el sentido de que, 
efectivamente, hagamos un cuarto intermedio de diez minutos a 
fin de ajustar el proyecto y avisar a los señores representantes de 
cada uno de los sectores para que, si es posible, junten firmas, 
dado que la Cámara Baja está reunida, a efectos de que aprueben 
la realización de una sesión extraordinaria en el día de mañana. 
De esta forma, estaríamos solucionando el problemas en 24 ho- 
ras. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 


senador? 
SEÑOR PEREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: si se plantea un bre- 
ve cuarto intermedio, no tenemos inconveniente en votarlo, pero 
creo que fuimos claros en nuestra exposición: no estamos dis- 
puestos a aprobar el proyecto tal como está redactado. No tene- 


mos dudas en el sentido de que es real el compromiso que * 


asumen diversos sectores de votar de inmediato una ley modifi- 
cativa, pero creemos que no sería necesario seguir ese camino, 
cuando la vía legislativa en la que estamos operando nos permite 
operar rápidamente. Suponemos que no habrá dificultades para 
que la Cámara de Representantes sancione en 24 horas o una 
semana la modificación, y pensamos que ello es mejor que votar 
hoy una iniciativa y, de inmediato, nos enmendemos la plana; 
máxime cuando a la preocupación inicial transmitida por FU- 
CVAM que he planteado, podemos agregar la corrección al tex- 
to que resulta de la observación formulada por el señor senador 
Ricaldoni, que no habíamos tomado en cuenta. El texto tal como 
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fue votado en la Cámara de Representantes supone que la exten- 
sión del plazo y de la garantía hipotecaria sólo operaría en los 
casos excepcionales en que el Directorio, por acto de gracia -por 
así decirlo- atienda circunstancias derivadas de la situación so- 
cial de los deudores y no del derecho de éstos a corregir su 
cuota, bajándola al 26% de sus ingresos. Lo expuesto resulta del 
texto que estamos analizando; no obstante, es probable que pos- 
teriormente el Banco Hipotecario pueda efectuar una aplicación 
distinta atendiendo al espíritu del legislador. Me pregunto, en- 
tonces, si hemos advertido un error, por qué no lo corregimos a 
tiempo. Esto no lo puedo entender. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - La Mesa 
desea aclarar a los señores senadores que no existe ninguna 
moción de orden, sino que Jo que se realizó fue un sondeo a fin 
de observar si hay ambiente para solicitar un cuarto intermedio. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor presidente: a mi juicio, po- 
dríamos votar, en primer término, el proyecto en general. Espero 
que, cualquiera sea la opinión que se tenga al respecto, todos tos 
señores senadores lo aprueben. 


Luego, se pondría a votación el artículo 1” que viene de la 
Cámara de Representantes. En ese caso, deberemos atenernos al 
resultado de la votación, ya que si el proyecto es rechazado, 
inmediatamente se presentará uno sustitutivo y en el caso de que 
éste tampoco resultara aprobado -lo cual parece poco probable- 
haríamos un cuarto intermedio. En lo personal, creo que nadie, 
en su sano juicio, desea que no se apruebe ninguna iniciativa. 
Por ese motivo, pienso que en principio deberíamos votar el 
proyecto en general, de manera de demostrar la intención del 
Cuerpo -más allá de algunos problemas coyunturales a los que, 
por supuesto, no les quito importancia- de legislar hoy en esta 
materia. En ese sentido, me parece que podríamos votar, en 
primer término, el proyecto en general, luego el artículo que 
viene de la Cámara de Representantes, posteriormente la pro- 
puesta modificativa formulada por los señores senadores Rical- 
doni y Cassina y, por último -en caso de no hallarse solución 
alguna- pasaríamos a cuarto intermedio a los efectos de aunar 
voluntades para lograr un entendimiento que permita zanjar este 
problema. En realidad, creo que la cuestión es más de forma o 
de procedimiento que de sustancia, porque tal como señaló la 
señora senadora Priore, las objeciones formuladas por FUCVAM 
tienen sentido y por ello está dispuesta a recogerlas, Reitero que 
no existe una diferencia de fondo, sino simplemente un proble- 
ma de trámite legislativo, Entonces, corresponde que definamos 
el problema por medio de la votación. En definitiva, pienso que 
sería un contrasentido que estando todos de acuerdo, hasta en el 
fondo del asunto, no logremos hoy una salida que dé tranquili- 
dad a miles de personas. Por ello, considero que la propuesta del 
señor senador Elso Goñi podría quedar -si es que él no tiene 
inconveniente- postergada para luego de la votación del artículo 
1? y, en ese momento, resolveríamos si es necesario pasar a un 
cuarto intermedio. 
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SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Creo que el criterio que acaba de propo- 
ner el señor senador Zumarán es correcto y debe ser apoyado. 
Asimismo, pienso que se debe agregar a los fundamentos que él 
planteaba algo que ya recordó el señor senador Cassina y que es 
la modificación que habría que introducir a partir de la argu- 
mentación del señor senador Ricaldoni, que no podemos olvi- 
dar. 


Recién aludíamos al acuerdo de fondo que podemos tener 
todos en cuanto a la propuesta de FUCVAM. No obstante, aquí 
ha sido planteada una objeción adicional por parte del señor 
senador Ricaldoni que tiene mucha importancia y que también 
se debería recoger. No es fácil incorporar esa modificación -a mi 
juicio indispensable- por la vía de aprobar tal como viene este 
proyecto de ley y luego elaborar otro. Me parece que actuar de 
esta manera resultaría poco serio por parte del Senado. Ello 
supondría que en pocos minutos se votara un proyecto que dice 
“inciso precedente” y poco tiempo después se considerara otro 
que diga “incisos precedentes”. 


Solicito que se tome en cuenta esto y que cuando se vote en 
particular este proyecto, tal como ha sido expuesto, se incorpore 
la modificación propuesta por FUCVAM y también la formula- 
da por los señores senadores Ricaldoni y Cassina. 


En síntesis, me parece que el camino más claro para abordar 
estos problemas y resolver hoy la cuestión -tal como decía el 
señor senador Zumarán- es poner a consideración el proyecto en 
general y luego incorporar estas dos modificaciones en el análi- 
sis en particular. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. : 


SEÑOR GARGANO. - Deseo señalar que, a mi juicio, debe 
haber una votación en general y luego un tratamiento del Artícu- 
lo Unico, inciso por inciso, porque se ha propuesto modificar 
dos de los tres incisos. Es decir, votaríamos en general el pro- 
yecto -tal como se hace habitualmente- y luego entraríamos a la 
consideración del texto del proyecto que contiene un solo artícu- 
lo, analizándolo inciso por inciso, ya que se van a modificar los 
dos primeros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - La Presi- 
dencia entiende que correspondería votar en general el proyecto 
y luego, al ponerse en consideración el artículo 1*, se tendría en 
cuenta la proposición formulada por el señor senador Gargano. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general. 


(Se vota:) 
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-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el Artículo Unico. 

(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Agréganse al artículo 499 de la ley 
N? 16.226, de 29 de octubre de 1991, los siguientes incisos: 


Las extensiones de plazo a que refiere el inciso precedente 
podrán llevarlo a un máximo de cuarenta y cinco años y se 
documentará mediante acta, la que se inscribirá, sin cargo algu- 
no, en el Registro de Hipotecas, En estos casos, el derecho real 
de hipoteca caducará a los cuarenta y cinco años, en los casos 
que el Banco Hipotecario del Uruguay sea el acreedor. 


Para las cooperativas de vivienda esta condición se aplicará a 
cada uno de los socios o al conjunto de ellos, según tenga la 
calidad de deudor cada uno de los referidos socios o la coopera- 
tiva. 


El Banco Hipotecario del Uruguay promoverá la continuidad 
de los servicios contratados por los deudores, a través de la 
adecuación de convenios con el Banco de Seguros del Estado 
que contemplen las disposiciones de esta norma”. 


-Correspondería votar la moción formulada por el señor se- 
nador Gargano en el sentido de que se considere por incisos el 
Artículo Unico. 


(Se vota:) 

-25 en 26. Afirmativa. 

En consideración el inciso primero. 
SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Deseo referirme al primer inciso ya que 
no he escuchado hasta el momento ninguna opinión en contrario 
al argumento que hizo el señor senador Ricaldoni y a la pro- 
puesta del señor senador Cassina en el sentido de modificar 
levemente la redacción, señalando: “Las extensiones de plazo a 
que refieren los incisos precedentes”, es decir, llevando al plural 
lo que se expresaba en singular. Si no existiera oposición, pro- 
pongo que todos votemos esa pequeña modificación, resolvien- 
do lo relativo al primer inciso, ¡ 


SEÑOR RICALDONT. - No tan pequeña, señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Entiendo que es pequeña desde el punto 
de vista de la redacción del artículo, ya que no requiere ninguna 
elaboración compleja; conceptualmente está clara y me parece 
que la podemos votar rápidamente. 
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«SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: la modificación que 
propuse es la siguiente: “Las extensiones de plazo que resulten 
de la aplicación de los incisos precedentes”. Digo esto en lugar 
de: “Las extensiones de plazo a que refiere”, porque el inciso 
tercero del artículo 499 de la ley N” 16.226 no habla de modifi- 
caciones de plazo, sino del ajuste de las cuotas con un tope del 
26% de los ingresos familiares. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el primer inciso con la 


modificación propuesta. 
(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el segundo inciso. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: de acuerdo con lo 
expuesto, como alternativa al segundo inciso de este artículo, 
vamos a recoger el propuesto, que se nos ha distribuido y que 
venía en un comunicado de FUCVAM. El mismo, expresa lo 
siguiente: “Las Cooperativas de Vivienda de Usuarios podrán 
optar entre el régimen vigente a la fecha de la sanción de la 
presente ley o el beneficio consagrado en el inciso precedente.” 
Este texto sustituye al segundo inciso tal como viene en el pro- 
yecto de ley. Entiendo que el otro sistema de cooperativas está 
comprendido en el régimen general. 


Me señala el señor senador Astori que, obviamente, al haber- 
se introducido ya una modificación, el proyecto de ley retorna a 
la Cámara de Representantes, de modo que es conveniente ha- 
cerla ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Quiere 
decir que en lugar de “la fecha de sanción”, en el nuevo texto se 
dirá “ta fecha de promulgación”. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Quisiera plantear al señor senador 
Gargano o al señor senador Cassina -quien, según parece, ha 
estudiado mucho el tema en la Comisión- si esta opción no 
tendría que contar con algún plazo dentro del cual debería ser 
ejercida. Digo esto porque entiendo que toda opción tiene un 
plazo y tal vez no sea conveniente dilatarla “in eternum”. 
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SEÑOR CASSINA. - ¿Me concede una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Conviene aclarar que el tema se centra 
en que una cooperativa de vivienda de usuarios es, como deudor 
del Banco, similar a uno individual que ha comprado por el 
régimen, por ejemplo, de promotores privados. Para éstos, el 
derecho a solicitar que la cuota se ajuste al 26% de los ingresos 
del núcleo familiar y, consiguientermente, a que se extienda el 
plazo, es permanente. Lo pueden ejercer en cualquier momento 
y, por lo tanto, no hay razón para limitarles el derecho a las 
cooperativas de usuarios. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el segundo inciso con la 
redacción propuesta, 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: al leer nueva- 
mente el documento enviado por FUCVAM, creo que hay algo 
que deberíamos analizar. En el primer inciso del artículo que 
proponen, que no hemos votado, incluyen una disposición por la 
que las inscripciones de las ampliaciones de plazo de las hipote- 
cas, se harían en el registro correspondiente sin cargo alguno. 
Como no soy escribano, desconozco cuál puede ser el costo de 
dicha inscripción de ampliación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - La Mesa 
debe informar al señor senador que su inquietud está resuelta 
por lo que establece el primer inciso que ya se votó. 


SEÑOR RICALDONTI. - Muctias gracias, señor presidente, 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - En consi- 
deración el tercer inciso. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 
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(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1”. - Agréganse al artículo 499 de la ley N” 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, los siguientes incisos: 


“Las extensiones de plazo que resulten de la aplicación de 
los incisos precedentes podrán llevarlo a un máximo de cuarenta 
y cinco años y se documentará mediante acta, la que se inscribi- 
rá, sin cargo alguno, en el Registro de Hipotecas. En estos casos, 
el derecho real de hipoteca caducará a los cuarenta y cinco años, 
en los casos que el Banco Hipotecario del Uruguay sea el acree- 
dor. : 


Las cooperativas de vivienda de usuarios podrán optar entre 
el régimen vigente a la fecha de la promulfación de la presente 
ley o el beneficio consagrado en el inciso precedente. 


El Banco Hipotecario del Uruguay promoverá la continuidad 
de los servicios contratados por los deudores, a través de la 
adecuación de convenios con el Banco de Seguros del Estado 


EJ 


que contemplen las disposiciones de esta norma”. 


SEÑOR ALONSO TELLECHBEA. - Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Queremos dejar cons- 
tancia de nuestra satisfacción por la aprobación de este proyecto 
de ley. Quizás no es de estilo, pero desearíamos felicitar, al 
mismo tiempo, a la señora senadora Priore, quien lo ha seguido 
“como caballito de batalla” para solucionar el problema de los 
deudores del Banco Hipotecario. Tal vez el mecanismo propues- 
to en la iniciativa no sea el óptimo, pero sí va a contribuir a 
resolver la situación difícil por la que muchas familias están 
atravesando. 


SEÑOR ZUMARAN. - Deseo proponer que se comunique 
en el día. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Así se 
procederá, señor senador. 


11) PROYECTO PRESENTADO 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


En nuestro país, tradicionalmente ha prevalecido el 
grupo familiar como el mayor responsable de la atención 
del anciano, siguiendo el modelo de la familia extendida. 
Fue en este esquema social en el cual persistió el alto 
valor moral de la figura del anciano, 


Diversos factores han llevado a nuestra sociedad a 
Una organización diferente, en la que predomina la fami- 
lia nucleada, esto es, los padres y los hijos. Ya no hay 
lugar para el anciano. Y en estas circunstancias sólo se 
piensa en institucionalizarlo. 


El problema de la existencia de las “Casas de Salud” 
y la necesidad de un control sobre su funcionamiento se 
encuentran muy en el tapete de la opinión pública en 
general. 


La supervisión y control de las mismas acarrean gran- 
des dificultades por carecer de datos precisos, debido a la 
alta frecuencia con que se instalan y se desmantelan, y lo 
que es más grave aun, funcionan muchas de ellas en 
forma clandestina, vale decir, no están registradas. 


La resultante es la proliferación incontrolada de estas 
instituciones, verdaderos “depósitos de viejos”, que fun- 
cionan sin una dirección médica responsable, sin el más 
mínimo criterio geriátrico-gerontológico. 


El Uruguay posee características demográficas asimi- 
lables a un país desarrollado. En consecuencia, la estruc- 
tura de edades de población ha llegado a un estado de 
envejecimiento avanzado. Así, la proporción de ancianos 
(65 años y más) en el último censo fue de un 11% de la 
población total, que en cifras absolutas representan 
329.662 personas. 


Teniendo en cuenta lo expresado anteriormente, los 
informes y asesoramientos con que se contó, se elaboró 
el presente proyecto de ley, que pretende significar un 
avance en la búsqueda de soluciones, con sentido realis- 
ta, a nivel nacional. 


Se ha entendido imprescindible mejorar los controles 
existentes, categorizando todos los tipos de alojamientos 
para personas mayores; determinando en forma precisa 
cuáles quedarían en la órbita del Ministerio de Salud 
Pública y cuáles en la del Banco de Previsión Social. 


A efectos de lograr una programación centralizada se 
crea una Comisión Honoraria, integrada no sólo por re- 
presentantes de los organismos públicos involucrados, sino 
por delegados de los Hogares privados sin fines de lucro 
y por las Asociaciones de Jubilados y Pensionistas que 
integren los Registros Nacionales respectivos. 


De esta manera los propios involucrados serán los 
que asesoren y controlen desde dicha Comisión Honora- 
ria, ya que para ser miembro de la misma, se requiere ser 
mayor de 60 años. 


Por otra parte se establece que el Poder Ejecutivo 
reglamentará la forma y condiciones de funcionamiento 
y la proveerá de los recursos humanos y materiales nece- 
sarios. 


Conscientes de la necesidad de legislar para tan im- 
portante grupo etario, es que presentamos el adjunto pro- 
yecto de ley, 


Horacio Bianchi, Carlos Bouzas, Carlos Julio 
Pereyra, Jaime Pérez, Senadores. 


15 de Junio de 1994 
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PROYECTO DE LEY 
CAPITULO I 
Concepto y clasificación de establecimientos 


Artículo 1”. - Los establecimientos privados para per- 
sonas mayores son aquellos que ofrecen vivienda perma- 
nente o transitoria, así como alimentación y otros servi- 
cios, de acuerdo con el estado de salud y condición socio 
económica de los usuarios. 


A estos efectos se considera persona mayor a quien 
haya cumplido 65 (sesenta y cinco), años de edad. 


Art. 2”. - (HOGARES). Son instituciones privadas 
sin fines de lucro, que ofrecen vivienda permanente, ali- 
mentación y otros servicios promoviendo la salud inte- 
gral de las personas mayores. 


Art. 3”. - (RESIDENCIAS). Son establecimientos pri- 
vados, que ofrecen vivienda permanente, alimentación y 
otros servicios de acuerdo con el estado de salud de los 
usuarios. 


Art. 4”. - (HOGARES DIURNOS Y REFUGIOS 
NOCTURNOS). Son instituciones sin fines de lucro, que 
brindan un servicio de corta estadía, de relación social, 
esparcimiento o permanencia nocturna, así como alimen- 
tación, higiene y atención sico-social a las personas ma- 
yores. 


CAPITULO U 
Instalación de los servicios y establecimientos 


Artícuio 5“, - Todas las residencias, hogares, centros 
y demás servicios para personas mayores a los que refie- 
re esta ley, deberán contar con habilitación previa y obli- 
gatoría y estar inscriptos en los Registros Nacionales que, 
por cada tipo de establecimiento, tienen a su cargo los 
organismos competentes. 


La reglamentación determinará las obligaciones indi- 
cadas en el inciso precedente y la periodicidad de las 
inspecciones de estos establecimientos. 


Art. 6”. - Los Registros deberán incluir, entre otras 
informaciones que correspondan, la naturaleza jurídica 
de la empresa o institución, la identificación de sus titula- 
res o representantes legales (empresarios, dirigentes o fa- 
milias inscriptas, en el caso del Servicio de Inserción 
Familiar), y los recursos humanos y materiales disponi- 
bles para la instalación y funcionamiento del estableci- 
miento. 


Art. 7”. - Los establecimientos y servicios para disca- 
pacitados deberán inscribirse en la órbita del Ministerio 
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de Salud Pública y aquellos referidos a personas autová- 
lidas en la del Banco de Previsión Social, en la forma y 
condiciones que determine la reglamentación. 


A estos efectos se consideran personas autoválidas a 
aquellas que cuenten con autodeterminación y capacidad 
para realizar por sí mismas todas las tareas de la vida 
cotidiana en condiciones de desarrollar actividades físi- 
cas, síquicas y sociales normales para su edad. 


Por su parte los discapacitados comprenden a los en- 
fermos síquicos u orgánicos, tanto sensoriales, viscerales, 
motores o en tratamiento médico, o de rehabilitación. 


Art. 8”. - La determinación del tipo de institución o 
establecimiento, según esté destinada a personas autová- 
lidas o para discapacitados, se realizará tomando en cuenta 
el estado de salud de las mismas al momento del ingreso. 


Por vía reglamentaria, se indicarán las condiciones 
especiales de funcionamiento que deberán adoptar los 
hogares o residencias para autoválidos, con relación a las 
personas que se discapaciten durante su permanencia en 
las mismas, a efectos de poder dar cobertura asistencial y 
servicios de rehabilitación adecuados. 


CAPITULO In 
Condiciones mínimas de funcionamiento 


Artículo 9”. - (HOGARES Y RESIDENCIAS). Esta- 
rán ubicados en zonas tranquilas, salubres y próximas a 
espacios verdes, debiendo contar con una planta física 
bien iluminada y aireada naturalmente, provista de todos 
los servicios necesarios para el.cuidado de la salud inte- 
gral, la higiene y la seguridad de los residentes. 


En ningún caso deberán existir barreras arquitectóni- 
cas que impidan la normal circulación de los usuarios. 


Art. 10, - (HOGARES DIURNOS "Y REFUGIOS 
NOCTURNOS). Estos servicios deberán contar con ali- 
mentación, aseo personal, esparcimientos mínimos y alo- 
jamiento, de acuerdo con el tipo de establecimiento y 
duración de la estadía. 


Art. 11. . Los establecimientos que alojen discapaci- 
tados deberán contar con un médico director técnico, con 
título de post grado en Geriatría y Gerontología, respon- 
sable del cuidado de la salud integral de las personas 
alojadas. 


En los establecimientos para discapacitados, los inter- 
nados tendrán en forma obligatoria historia clínica y se- 
rán cuidados por personal de enfermería con certificado 
habilitante. 


CS. 465 


466 -C.S. 


CAPITULO IV 
Condiciones de ingreso 


Artículo 12. - Todas las personas que ingresen a es- 
tos establecimientos deberán presentar un certificado ex- 
pedido, preferentemente, por un médico geriatra-geron- 
tólogo, donde se establezca su estado de salud, diagnosti- 
cando las condiciones sico-física-patológicas, así como la 
terapéutica necesaria si correspondiere. 


La reglamentación establecerá las condiciones y pla- 
zos en que será requisito indispensable el certificado ex- 
pedido por un médico geriatra-gerontólogo. 


Este certificado deberá ser presentado en el momento 
de su ingreso y no podrá ser expedido por el médico 
dependiente del establecimiento donde se alojará. 


CAPITULO V 


Servicio de Inserción Familiar para Personas 
Mayores (SIF) 


Artículo 13. - El Servicio de Inserción Familtar para 
Personas Mayores (SIF), es aquel ofrecido por un grupo 
familiar que alberga en su vivienda a personas mayores 
autoválidas, en número no superior a 2 (dos), no inclui- 
das entre las que se deben obligaciones alimentarias (ar- 
tículos 118 a 120 del Código Civil). 


Las familias que brinden este servicio serán aproba- 
das previamente y deberán proporcionar un núcleo fami- 
liar continente con sólidas condiciones morales y sicoló- 
gicas en donde se desarrolle la vida de la persona mayor 
con salud y felicidad. 


CAPITULO VI 
infracciones y sanciones 


Artículo 14. - Las infracciones a la presente ley se 
sancionarán con multas de 10 (diez), hasta 100 (cien), 
unidades reajustables, pudiéndose, en forma independiente 
o acumulativa, disponer la clausura temporaria o definiti- 
va del establecimiento. El Poder Ejecutivo establecerá la 
graduación de las sanciones. 


Art. 15. - Cuando se comprobare omisión de asisten- 
cia, malos tratos, o cualquier otra situación que configure 
desmedro de la atención integral del anciano se dará in- 
tervención preceptiva a la justicia ordinaria, sin perjuicio 
de las medidas de urgencia, tanto asistenciales como ad- 
ministrativas que adopten las autoridades competentes en 
la materia. 
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CAPITULO VIH 
Comisión Honoraria de Contralor 


Artículo 16. - Créase una Comisión Honoraria de 
Asesoramiento y Contralor de todos los establecimientos 
y servicios previstos en la presente ley. * 


Art. 17. - Dicha Comisión Honoraria estará integrada 
por un representante del Ministerio de Salud Pública -que 
tenga la calidad de médico con post grado en geriatría y 
gerontología- uno por el Banco de Previsión Social; un 
delegado designado por los Hogares Privados sin fines de 
lucro y otro por las Asociaciones de Jubilados y Pensio- 
nistas que integren los Registros Nacionales respectivos 
del Programa de Ancianidad del Banco de Previsión Social. 


Art. 18. - Los integrantes de la referida Comisión 
Honoraria deberán ser mayores de 60 (sesenta) años, du- 
rarán como máximo 5 (cinco) años en sus funciones, no 
pudiendo ser reelectos y deberán acreditar notorios ante- 
cedentes técnicos, laborales o de acción comunitaria, en 
el campo de la gerontología. 


La Presidencia será ejercida en forma alternada, en 
períodos anuales por los representantes de los organis- 
mos públicos que integren dicha Comisión. 


Art. 19, - Serán cometidos de esta Comisión: 


a) el asesoramiento en materia gerontológica, a las 
instituciones previstas en la presente ley que se lo 
soliciten, procurando promover el cuidado de la 
salud integral de las personas mayores. 


b) el contralor del mantenimiento de las condiciones 
requeridas para la habilitación previstas en el ar- 
tículo 5”, en oportunidad de la renovación periódi- 
ca de dicha habilitación. 


c) constatar las denuncias formuladas por particula- 
res debidamente documentadas, respecto de cual- 
quier transgresión a las normas de funcionamiento 
de estos servicios. 


Para el cumplimiento de sus cometidos tendrá pode- 


res de Policía Administrativa, pudiendo solicitar colabo- 


ración o auxilio de cualquier organismo estatal. 


De cada una de las actuaciones producirá el informe 
correspondiente. 


Art. 26. - El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y 
condiciones de funcionamiento de esta Comisión Hono- 
raria y la proveerá de los recursos humanos y materiales 
que correspondan. 
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CAPTFULO VIII 
Disposiciones transitorias 
Artículo 21. - Dispónese un plazo de 90 (noventa), 


días a partir de la vigencia de la presente ley para que el 
Poder Ejecutivo dicte la reglamentación pertinente, 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 467 


del día: “Proyecto de ley por el que se autoriza al Poder 
Ejecutivo a poner a disposición de la Corte Electoral la canti- 
dad de $ 30:000.000 (pesos uruguayos treinta millones), a efec- 
tos de solventar los gastos e inversiones que demande la celebra- 
ción del plebiscito constitucional así como se introducen modifi- 
caciones a la ley N” 7,812, de 16 de enero de 1925, en la 
redacción dada por la ley N* 16.017, de 20 de enero de 1989 
(Carp. N” 1489/94 - Rep. N” 827/94).” 


Art. 22. - Dentro del plazo de 90 (noventa), días 
siguientes a la publicación del decreto reglamentario, to- 
dos los establecimientos que alojen ancianos deberán inscri- 
birse en la forma y condiciones previstas legal y reglamenta- 
riamente. En caso contrario quedarán sin efecto las autoriza- 
ciones o habilitaciones de funcionamiento existentes. 


Art. 23, - Derógase, a partir de la vigencia de la 
referida disposición reglamentaria, el decreto 309/984, de 
1” de agosto de 1984, 


Horacio Bianchi, Carlos Bouzas, Carlos Julio 
Pereyra, Jaime Pérez. Senadores”, 


12) HOGARES DE ANCIANOS. Normas para su funciona- 
miento. Proyecto de ley. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Como es de conocimiento del señor 
presidente, el proyecto de ley al que se acaba de dar entrada fue 
tratado durante un año en la Comisión de Salud Pública. Esta, 
luego de realizar las investigaciones correspondientes y de re- 
querir los asesoramientos que consideró necesarios, culminó su 
trabajo con la redacción del presente texto que viene firmado 
por sus integrantes. 


En consecuencia, quisiera plantear que en lugar de ser envia- 
do a la Comisión de Salud Pública, el proyecto de ley fuera 
incluido como primer punto en el orden del día de la primera 
sesión ordinaria del mes de julio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Se va a 
votar la propuesta del señor senador Bouzas. 


(Se vota:) 
-21 en 22, Afirmativa. 


13) CORTE ELECTORAL. Se autoriza al Poder Ejecutivo 
a destinar la cantidad de $ 30:000.000 a los efectos de 
solventar los gastos e inversiones que demande la cele- 
bración del plebiscito constitucional y modificaciones a 
la ley N* 7.812, de 16 de enero de 1925 en la redacción 
dada por la ley N” 16.017, de 20 de enero de 1989. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Se pasa a 
considerar el asunto que figura en segundo término del orden 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1489/94 
Rep. N” 827/94 


PRESIDENCIA DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y 
Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social 
Ministerio de Salud Pública 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo 
Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente 


Montevideo, 10 junio 1994 


Señor presidente de la 

Asamblea General 

Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo con el fin de someter a su consideración el pro- 
yecto de ley que se acompaña por el que se autoriza al 
Poder Ejecutivo a poner a disposición de la Corte Electo- 
ral la cantidad de $ 30:000.000, a los efectos de solventar 
los gastos e inversiones que demande la celebración del 
plebiscito constitucional así como se introducen modift- 
caciones a la ley N” 7.812, de 16 de enero de 1925, en la 
redacción dada por la ley N” 16.017, de 20 de enero de 
1989. 


Ei Poder Ejecutivo hace suyos los motivos expresa- 
dos por la Corte Electoral a través del Mensaje de 9 de 
junio de 1994, que dan fundamento al proyecto de ley 
adjunto, a cuyos efectos se procede a su transcripción. 
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“Señor presidente de la República 
doctor Luis Alberto Lacalle Herrera 
Señor presidente: 


La Corte Electoral, en acuerdo de 8 del corriente, 
resolvió hacerle saber la estimación de los costos de or- 
ganización y realización del plebiscito constitucional, el 
cual se celebraría el próximo 28 de agosto. 


La inminente aprobación de una ley constitucional 
presentada al amparo de lo dispuesto por el artículo 331 
apartado D) de la Constitución de la Repúbica, obligará a 
consultar a la ciudadanía para su ratificación. Dicha con- 
sulta se torna particularmente dificultosa si se tiene en 
cuenta, además, que el próximo 27 de noviembre debe- 
rán realizarse las elecciones nacionales. 


A ello se agrega la presentación de dos proyectos de 
reforma constitucional amparados por el apartado A) del 
citado artículo 331, lo que obliga a esta Corporación a 
proceder al estudio de las firmas de quienes suscribieron 
las iniciativas para determinar si se ha alcanzado el por- 
centaje que la norma requiere. 


Para cumplir con estos cometidos la Corte Electoral 
deberá realizar con carácter urgente múltiples gastos e 
inversiones. A vía de ejemplo y sin que esta enumeración 
se considere taxativa, se hace imperioso adquirir cabinas 
para cuartos secretos, material para adecuar éstos, miles 
de cuadermnetas pues se ha previsto solamente para la elec- 
ción nacional aproximadamente nueve mil (9.000) cir- 
cuitos en todo el país, y siete millones (7:000.000) de 
sobres. A ello debemos sumarle la impresión de los pa- 
drones electorales de los 19 departamentos en cantidad 
suficiente para conocimiento de los partidos políticos, 
agrupaciones y ciudadanía. Idénticas consideraciones de- 
ben realizarse respecto a la impresión de los planes cir- 
cuitales y su difusión. 


Es importante destacar otros gastos de entidad, tales 
como la compra de artículos de ferretería, bolsas de plás- 
tico, papel fanfold, papel resmado, de fax, tintas, sellos, 
materiales y útiles para las comisiones receptoras de vo- 
tos y las oficinas. 


Nuestro sistema electoral, permite que cada comisión 
receptora de votos tenga en su poder el cuaderno de ho- 
jas electorales correspondiente al circuito, a cuyo efecto 
deben ser enviadas desde Montevideo a los diferentes 
departamentos e inmediatamente de concluido el escruti- 


nio devueltas a la capital para continuar con los trabajos . 


pendientes vinculados al movimiento inscripcional. Esto 
significa una erogación importante, en la contratación de 
vehículos y en la adquisición de combustible para los que 
proporcionan las Fuerzas Armadas. 


Corresponde destacar que muchas de estas inversio- 
nes serán aprovechadas en la preparación de la elección 
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nacional. 


Varias dependencias del organismo ya están abocadas 
a las tareas preparatorias de las elecciones nacionales; 
otras a la relativa a la verificación de las firmas de quie- 
nes suscribieron los proyectos de reforma constitucional 
amparados en el artículo 331 apartado A). Si se suma a 
dichas tareas las que deberán llevarse a cabo en caso de 
que se apruebe la ley constitucional que deberá someter- 
se a plebiscito previamente a la elección nacional, se hará 
indispensable resolver que la totalidad de los funciona- 
rios de la Corte Electoral trabajen en régimen de exten- 
sión horaria. 


Cabe agregar que los funcionarios electorales deberán 
impartir instrucción a los funcionarios públicos que com- 
pondrán las comisiones receptoras de votos, integrar el 
día del acto comicial las dependencias que han de asistir 
a dichas comisiones y posteriormente trabajar en el es- 
crutinio, lo que determina que el monto a abonar supone 
una erogación importante, 


Por lo expuesto, estimamos que la suma necesaria 
para solventar las inversiones y gastos enunciados es de 
($ 30:000.000) treinta millones de pesos uruguayos. 


Al mismo tiempo dispuso hacerle conocer su opinión 
sobre la conveniencia de aprovechar el texto legal que 
autorizaría la inversión de los fondos necesarios para 
afrontar el mencionado acto, para efectuar algunas co- 
rrecciones a la legislación electoral así como proponer el 
texto de otros que permitirían solucionar algunos incon- 
venientes que se reiteran en cada elección. 


Se propone sustituir el artículo 39 de la Ley de Elec- 
ciones ampliando los días de licencia que se acuerdan a 
los funcionarios públicos designados para integrar comi- 
siones receptoras de votos, La experiencia de los últimos 
actos evidencia que no existe interés por parte de los 
designados los que se valen de diversos medios para no 
concurrir a su comisión receptora el día de la elección ni 
a los cursos previos de capacitación. Se propone que 
dicho personal disponga de un día de asueto el día si- 
guiente al de la elección y cinco de licencia con el objeto 
de incentivar su interés. 


Se propicia la sanción de un texto destinado a que las 
dependencias públicas proporcionen a los organismos elec- 
torales los vehículos que imprescindiblemente debe tener 
a su disposición el día en que se llevan a cabo los actos 
comiciales. En el mismo sentido se procura que los fun- 
cionarios públicos conductores de los vehículos a los que 
actualmente se les paga un viático por la tarea de ese día, 
sean compensados también con días de licencia por el 
cumplimiento de su labor. 


La Corte propone modificar la disposición legal que 
establece el plazo para el registro de las hojas de vota- 
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ción extendiéndolo de veinte a treinta días, por conside- 
rar que es demasiado exiguo para resolver todas las cues- 
tfiones que habitualmente se suscitan en esta oportunidad 
del proceso electoral. No debe olvidarse que es práctica 
de los grupos políticos registrar sus hojas el último día 
del plazo, lo que determina que en caso de impugnacio- 
nes el trámite administrativo culmine muy cerca de la 
fecha de la elección, con los naturales problemas que ello 
ocasiona a las Oficinas Electorales Departamentales. 


Por último, se propicia modificar el artículo 96 de la 
Ley de Elecciones referido a quienes pueden votar luego 
de finalizado el horario de votación, Se considera que la 
admisión, como hasta el presente, de votos emitidos por 
electores que no pertenecen al circuito en ese momento, 
configura una verdadera fábrica de votos observados que 
proyecta sus consecuencias ulteriormente al enlentecer el 
escrutinio departamental y desde luego, la propia procla- 
mación de los candidatos electos. En las actuales circuns- 
tancias, con las facilidades que ofrecen los medios de 
transporte y lo extenso del horario de votación no hay 
razón que justifique que hayan ciudadanos que por razo- 
nes de comodidad esperen ese momento para la emisión 
de su voto en el lugar más cercano. Esta modificación se 
refiere exclusivamente a las comisiones receptoras de vo- 
tos que funcionan en los circuitos urbanos y no compren- 
de a los circuitos rurales.” 


Saluda al señor presidente con su mayor considera- 
ción. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Angel M. Gianola, Miguel An- 
gel Galán, Antonio Mercader, Sergio Abreu, Ma- 
nuel Antonio Romay, Rodolfo González Risso- 
tto, Gustavo Licandro, Juan Carlos Raffo, Pe- 
dro Saravia, Gonzalo Irrazábal, Mario Ames- 
toy. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*. - A los efectos de solventar los gastos 
e inversiones que demande la organización y celebra- 
ción del plebiscito constitucional, el Poder Ejecutivo 
pondrá a disposición de la Corte Electoral la cantidad 
de $ 30:000.000 (pesos uruguayos treinta millones). 


Art. 2”. - Sustitúyese el artículo 39 de la ley de elec- 
ciones N* 7812, de 16 de enero de 1925, en la redacción 
dada por el artículo 1” de la ley N* 16,017, de 20 de 
enero de 1989, por el siguiente: 


“ARTICULO 39. - Los funcionarios públicas que sean 
designados para integrar Comisiones Receptoras de Vo- 
tos, en caso de ejercer sus funciones, tendrán asueto el 
día siguiente al de la elección y cinco días de licencia. 


Los funcionarios públicos designados como suplen- 
tes, que se presenten a la hora establecida en el artículo 
55, tendrán derecho a dos días de licencia, si no suplen a 
los titulares. 
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Los que no concurran a integrar las Comisiones Re- 
ceptoras de Votos para las que fueron designados, o lo 
hagan pasada la hora prevista en el artículo 55 sin justifi- 
car debidamente su omisión, serán sancionados con una 
multa equivalente al importe de un mes de sueldo, que 
será retenido de sus haberes. 


Los descuentos se efectuarán a requerimiento de la 
Corte Electoral, la que instrumentará las medidas necesa- 
rias para la aplicación de las sanciones. 


La inasistencia a los cursos de capacitación hará per- 
der el derecho al uso de la licencia establecida en el 
inciso 1*”, 


Art. 3”. - Los organismos públicos están obligados a 
proporcionar los vehículos que la Corte Electoral o las 
Juntas Electorales les requieran para el cumplimiento de 
sus cometidos el día de la elección. 


Los funcionarios públicos conductores. de los men- 
cionados vehículos, tendrán derecho por el desempeño 
de su tarea a una licencia de cuatro días. 


El combustible necesario será proporcionado por la 
Corte Electoral. 


Art. 4”. - Sustitúyese el artículo 4? de la ley N” 16.083, 
de 18 de octubre de 1989, por el siguiente: 


“ARTICULO 4”. - El plazo para el registro de las 
hojas de votación vencerá treinta días antes de la elec- 
ción. 


Junto con los ejemplares impresos de la hoja, los re- 
gistrantes deberán acompañar una nómina de los candi- 
datos que integran las listas de circunscripción departa- 
mental, con indicación de las series y números de las 
respectivas credenciales cívicas. 


Esta exigencia comprenderá la totalidad de la lista de 
Intendencia Municipal y al primer tercio, por lo menos, 
de los titulares y suplentes correspondientes a los otros 
Órganos que se proveen por medio de la elección. 


Para las listas que intervienen en circunscripción na- 
cional, la misma comunicación deberán realizar la Corte 
Electoral las autoridades nacionales de las agrupaciones 
partidarias que las patrocinan”. 


Art. 5”. - Sustitúyese el artículo 96 de la ley N* 7.812, 
de 16 de enero de 1925, en la redacción dada por el 
artículo 1? de la ley N* 14.041, de 14 de octubre de 1971, 
por el siguiente: 


“ARTICULO 96. - A las diecinueve y treinta horas 
terminará la recepción de sufragios. No obstante, si al 
llegar a esa hora se comprobara por la Comisión que aún 
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hay electores, siempre que pertenezcan al circuito, que 
no podrían sufragar por falta de tiempo, se prorrogará el 
término al sólo efecto de que voten dichos ciudadanos 
sin que la prórroga pueda exceder de una hora. 


Las comisiones receptoras de votos a que se refiere el 
artículo 78 se regirán durante la hora de prórroga por lo 
establecido en dicha disposición.” 


Angel M. Gianola, Miguel Angel Galán, Anto- 
nio Mercader, Sergio Abreu, Manuel Antonio 
Romay, Rodolfo González Rissotto, Gustavo Li- 
candro, Juan Carlos Raffo, Pedro Saravia, Gon- 
zalo Irrazábal, Mario Amestay”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 

-En discusión general. 

SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - De acuerdo con lo que escuchamos 
en el día de ayer, nosotros votamos este proyecto de ley en 
general, en el entendido de que contribuirá a brindar una solu- 
ción parcial a la situación que está planteada en la Corte Electo- 
ral entre el organismo y sus funcionarios por la no aplicación del 
incremento del 6% en los ajustes salariales del mes de enero, de 
los cuales aquéllos fueron excluidos. Este aspecto no está men- 
cionado en la iniciativa, sino que se trata de una conclusión que 
extraigo del contexto y no del texto, porque en éste no aparece. 
Creo que se ha dado un paso, los funcionarios están planteando 
otras reivindicaciones y, en ese sentido, vamos a acompañar el 
proyecto de ley. 


Ahora bien, creo que fue el señor senador Bouzas quien 
planteó el tema relativo a las modificaciones introducidas a la 
ley electoral. Quiero decir -y tal vez el señor senador Batalla nos 
pueda auxiliar en esta materia- que estas modificaciones no afec- 
tan sustancialmente al régimen vigente, aunque requieren, si no 
estoy equivocado, dos tercios de votos -en virtud de que están 
vinculadas al sufragio- para ser aprobadas. Es bueno recordar 
que todos los proyectos relacionados a ese tema necesitan una 
mayoría especial a los efectos de su sanción. El señor senador 
Santoro, que es gran conocedor de la materia, me señala que 
efectivamente es así. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 
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SEÑOR ZUMARAN. - Deseo consultar al señor senador 
Gargano acerca del primer punto, es decir, el referente a las 
reivindicaciones salariales de los funcionarios de la Corte 
Electoral. Debo dectr que, en su detalle, las desconozco. 
Confiaba en que mediante esta partida de $ 30:000,000 -es 
decir, U$S 6:000.000- que me parece bastante significativa, se 
solucionaban los problemas planteados. El señor senador Garga- 
no expresa que se trata de una salida parcial. Por ello, pienso 
que sería bueno que aportara los datos que obran en su conoci- 
miento, en razón de que es interés de todos que en un año de 
elecciones y con un plebiscito de por medio, la Corte Electoral 
funcione ágil y regularmente. Sé que nadie puede asegurar paz. 
laboral en ningún lugar, porque ese es un hecho social más que 
jurídico, pero tenía entendido -y por eso solicité la interrupción 
al señor senador Gargano, porque lo veo preocupado- que con 
esta partida se solucionarían los requerimientos laborales plan- 
teados y se podría prever, razonablemente, que de aquí hasta la 
fecha de las elecciones no iba a haber dificultades en esa mate- 
ria. Imaginemos qué dificultades pueden existir, frente a las cuan- 
tiosas tareas que tiene por delante la Corte -como por ejemplo, 
cerrar el padrón, organizar las elecciones nacionales y el plebis- 
cito- si además agregamos conflictividad laboral. Por esta razón 
me interesaba que el señor senador, en la medida de lo posible, 
aportara algún otro dato relativo a ese tema. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Confieso que tengo la misma pre- 
ocupación que el señor senador Zumarán y, seguramente, que 
todos los ciudadanos de este país. El organismo que se encarga 
de la tarea electoral debe trabajar con normalidad, sobre todo en 
un año tan especial. 


Aclaro que no he tenido ninguna entrevista con los funciona- 
rios de la Corte Electoral, pero de la lectura de algunos artículos 
de prensa extraje la siguiente conclusión. Dichos funcionarios, 
entre otras cosas, reivindican ser incluidos en el tratamiento del 
ajuste del 6%, ocurrido en el mes de enero. ¿Por qué? Porque 
entienden que no le asiste razón a la disposición del Poder Eje- 
cutivo que establece que como obtuvieron una mejora salarial 
básica en la Rendición de Cuentas, no les corresponde el reajus- 
te. Esta opinión también fue discutida en el caso de los organis- 
mos de Enseñanza Primaria, Secundaria, Universidad del Traba- 
jo y Universidad de la República, y provocó extensos conflictos. 
¿Cuáles son los motivos que tienen estos funcionarios? Ellos 
dicen que por el hecho de que se les haya aumentado el salario 
básico, no se los puede castigar reduciéndoselo, al no operar 
para ellos el reajuste cuatrimestral, puesto que esa es una manera 
de volver atrás, de dar pero no tanto, quitando la posibilidad del 
incremento cuatrimestral. 


He leído en la prensa que lo que se reivindica es un incre- 
mento de $ 1.000 en sus remuneraciones. Me parece bien que 
aportemos esta solución. Desde luego, no estoy en la situación 
en que se encuentran estos funcionarios, no conozco su realidad, 
ni estoy al tanto de lo que ha decidido su organización; este es, 
simplemente, un paso y ojalá contribuya a eliminar los proble- 
mas existentes. 
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SEÑOR BOUZAS. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Efectivamente, tal como anunciaba el 
señor senador Gargano al inicio de su intervención, en el pro- 
yecto de ley que está a consideración advertimos que, por el 
artículo 2”. se modifican tos días de asueto que corresponde a 
los funcionarios públicos que trabajan durante el día de las 
elecciones; luego, por el artículo 4” -que sustituye al 4? de la 
ley N” 16.083, de 18 de octubre de 1989- se extiende el plazo 
para el registro de las hojas de votación, de 20 a 30 días antes 
del día de la elección y, posteriormente, en el artículo 5” -que 
sustituye al 96 de la ley N” 7.812, de 16 de enero de 1925, en la 
redacción dada por el artículo 1? de la ley N” 14,041, de 14 de 
octubre de 1971- se establece que a partir del momento de cierre 
de las mesas receptoras de votos -a la hora 19 y 30- si se com- 
prueba por parte de la comisión que aún hay electores que perte- 
necen al circuito y que no podrían sufragar por falta de tiempo, 
se prorrogará el cierre por el término de una hora. Por su parte, 
la legislación vigente determina que pueden votar, estando pre- 
sentes en un circuito, las personas que siendo ciudadanos no 
hayan votado, pertenezcan o no al circuito; quienes sean de 
dicho circuito votarán normalmente y los demás en forma obser- 
vada. Evidentemente, aquí hay una limitación que se agrega a la 
forma de emitir el voto por parte de aquellas personas que, 
llegada la hora de cierre de las mesas receptoras, no hubieran 
ejercido ese derecho. 


Aclaro que no estoy abriendo opinión sobre esto; simple- 
mente estoy diciendo que existen modificaciones que de pronto, 
pueden haber pasado inadvertidas, porque todos estábamos 
pendientes de este proyecto de ley fundamentalmente en lo 
que refiere al artículo primero -sobre el que ha hecho una 
observación el señor senador Zumarán- que fija la asignación 
de $ 30:000.000 para atender, entre otros gastos, la equipara- 
ción salarial de quienes trabajan en la Corte Electoral con el 
resto de los funcionarios públicos. 


Advierto que existen estas tres modificaciones a que he he- 
cho mención. Una de ellas no tiene importancia del punto de 
vista electoral, puesto que refiere al régimen de asueto posterior 
que le corresponde a los funcionarios públicos que trabajan el 
día de las elecciones; sin embargo, las otras dos establecen cam- 
bios significativos: una, en cuanto al plazo para registrar las 
hojas de votación y la otra, en lo que refiere al derecho del 
ciudadano de ejercer el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Recién he tenido oportunidad de leer 
el Mensaje del Poder Ejecutivo -que no había sido distribuido en 
el día de ayer- donde figuran los argumentos de la Corte Electo- 
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ral. Me parece razonable la fundamentación esgrimida con rela- 
ción al tema de la antelación con que hay que presentar las 
listas. Supongo que esos diez días más y los procedimientos de 
observación, darán mayor facilidad de trabajo a ese organismo. 


" Reitero que considero aceptable el argumento en este sentido. 


Aclaro que no tengo ninguna observación que hacer con 
respecto a la modificación relativa a los días de asueto para los 
funcionarios públicos. 


En cuanto a lo que dice relación con el voto, durante la 
prórroga de la hora de cierre de las mesas, de aquellos ciudada- 
nos que no pertenecen al circuito, debo preguntar lo siguiente, 
pues no soy experto en materia electoral, Tengo entendido que 
actualmente un ciudadano de Paysandú que a la hora normal de 
votación se encuentra, por ejemplo, en Quebracho y no tiene 
posibilidad de trasladarse a aquella ciudad, puede votar observa- 
do en Quebracho. Lo que no puede hiacer es votar allí durante la 
hora de prórroga -esa es mi interpretación- porque lo que no se 
quiere es que haya una fábrica de votos observados. Pero ya 
existe una restricción: se eliminó el voto interdepartamental. Esto 
se hizo para mejorar el sistema del escrutinio, impedir las demo- 
ras, etcétera. Creo que todos estuvimos de acuerdo con esta 
medida, aunque para muchos ciudadanos, sobre todo para quie- 
nes no han trasladado su credencial, ésta implica un gasto adi- 
cional, 


Interpreto que la norma establece que, según el régimen ge- 
neral, dentro del horario normal de votación, un ciudadano que 
pertenece al departamento pero no puede trasladarse al circuito 
en el que está inscripto, puede votar observado en otro. Lo que 
no puede hacer es esperar a que se prorrogue la hora para votar 
con el pelotón de los llegados a último momento. 


Esta es mi interpretación de la disposición, porque considero 
que no se puede eliminar el voto observado dentro del departa- 
mento. 


SEÑOR RAMIREZ. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR GARGANO. --Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - Quizá no comprendí exactamente las 
reflexiones del señor senador Gargano pero, a mi juicio, de 
acuerdo con la legislación vigente, en el horario normal de vota- 
ción cada ciudadano debe votar en su circuito; no puede estar 
inscripto en Otro y pretender votar observado en ese período. 
Durante la prórroga del horario, pueden ejercer su derecho los 
ciudadanos que pertenezcan a un circuito diferente, pero dentro 
del mismo departamento. En el régimen proyectado, en cambio, 
no pueden votar en otro circuito, ni dentro del horario de vota- 
ción, ni durante el de prórroga. Repito que, según el régimen 
vigente, en el horario de votación sólo deben sufragar en cada 
circuito los ciudadanos que figuran en el padrón electoral del 
mismo, pudiendo hacerlo observado, por ejemplo, por identidad, 
si lo entiende necesario la mesa receptora de votos. Esa es mi 
interpretación del régimen vigente. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Gargano. 


SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador, 


SEÑOR SANTORO. - Creemos que la mecánica para el día 
de las elecciones se está manejando adecuadamente. 


En lo que hace a la posibilidad de que se vote fuera del 
circuito, el señor senador Gargano recién se refería a que un 
ciudadano de una localidad puede votar observado en otra -siempre 
dentro del departamento- en razón de que hay determinadas 
mesas -generalmente las que son catalogadas como “mesas rura- 
les”- que reciben a ese tipo de votantes. Es decir que esa persona 
vota fuera del circuito que le corresponde. 


La otra modificación tiene que ver con la gente que no ha 
sufragado una vez vencido el horario de recepción de votos. 
Quienes tenemos larga experiencia en esta materia -de la época 
de los campamentos- sabemos que los que votaban al culminar 
el horario normal eran los que atendían las “canchas de taba”, 
que no tenían credencial de esa localidad y generaban grandes 
problemas, al pretender que se recepcionara su voto observado 
en un circuito que no les correspondía. 


Creemos que la modificación que se realiza en el proyecto 
del Poder Ejecutivo es adecuada, en el sentido de que luego de 
terminado el horario de votación, sólo podrán votar en esa mesa 
los ciudadanos inscriptos en ese circuito. 


Debemos tener en cuenta que los ciudadanos que pueden 
votar observados fuera de su circuito, son los delegados de los 
partidos, cuando están trabajando en mesas que no son las que 
les corresponden. La Corte Electoral los autoriza a votar obser- 
vados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Insisto en que mi interpretación es la 
que señalé en un principio. Aquí se modifica el régimen única- 
mente en lo relativo a la prórroga del horario de votación. Com- 
prendí lo que el señor senador Ramírez explicaba, porque efecti- 
vamente se puede observar por identidad. Sin embargo, conside- 
ro que el mecanismo a que hacía alusión el señor senador Santo- 
ro, no se modifica por la disposición. 


Reitero que esa es mi interpretación y espero que no se 
presenten problemas el día de las elecciones. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - En relación a la observación que hacía 
el señor senador Santoro en cuanto a las razones por las que se 
elimina la posibilidad de que el ciudadano común vote observa- 
do -con excepcion de los delegados de los partidos y las perso- 
nas que ocupan los cargos de presidente, secretario y actuario en 
la Mesa- no pensaba precisamente en quienes atienden las “can- 
chas de taba”, sino en las mesas receptoras de votos que funcio- 
nan en todo sanatorio u hospital del país, A las personas que 
están internadas, no necesariamente les corresponde votar en la 
mesa que funciona allí. No sé cuánta gente hay internada nor- 
malmente, pero se les está limitando o eliminando la posibilidad 
de votar, 


SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BOUZAS. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Se trata de distintas situaciones. La 
referencia que acaba de hacer el señor senador Bouzas no tiene 
relación con la modificación que trae el proyecto enviado por el 
Poder Ejecutivo. Los enfermos o aquellos que se encuentran 
internados en algún hospital, pueden votar en cualquier mesa 
-siempre que sea del mismo departamento- siendo observados 
por identidad, La única exigencia es que no haya votantes co- 
rrespondientes a ese circuito. Es decir que esta situación siempre 
fue permitida. 


La modificación del proyecto del Poder Ejecutivo no tiene 
nada que ver con lo anterior, ya que trata de que se facilite el 
cierre de la recepción de votos, habilitándose así rápidamente la 
realización del escrutinio, 


Hay que comprender las dificultades que se generan en una 
mesa receptora de votos al final del día de la elección, cuando 
concurre a votar a ella una serie de ciudadanos que por no 
corresponder a ese circuito deben votar observados por identi- 
dad, complicando el trabajo de los integrantes de la Mesa, por- 
que dilatan de una manera muy pronunciada el escrutinio, que 
es lo que en ese momento más se debe cuidar. Creemos que hay 
dos valores a considerar: el ciudadano que no concurrió a su 
circuito porque no lo quiso y el que por alguna razón se vio 
obligado a votar a última hora y fuera del que le correspondía. 
Debemos recordar que el ciudadano contó con todo el tiempo de 
la elección, desde las 8 de la mañana hasta las 19 y 30, para 
concurrir a su circuito o a otro dentro del mismo departamento, 
donde votaría observado por identidad y en el momento en que 
no hubiera votantes de ese circuito. Si la persona concurre a 
última hora a un circuito que no le corresponde, entra en juego 
la preservación del resultado electoral, a través de la realización 
de un escrutinio con total normalidad. 
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Es preciso comprender el nerviosismo que se genera en esa 
circunstancia, el cansancio de los integrantes de la Mesa y la 
urgencia en conocer cuál será el resultado. Estos elementos de- 
ben ser preservados frente a la actitud de un ciudadano que no 
tuvo mayor interés de ir a votar y que lo hizo a última hora 
porque recordó que no había cumplido con su deber de emitir el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Por supuesto que, en materia de ley 
electoral, le cedo la derecha al señor senador Santoro por su 
conocimiento al respecto. Sin embargo, por mi experiencia per- 
sonal -que es muy poca- puedo decir que en una elección anti- 
gua, en una Mesa del Hospital Fermín Ferreira, y en la elección 
de 1989, en una del Hospital Maciel, ocurrió lo que le estaba 
narrando al Cuerpo. La interpretación que hicieron los miem- 
bros de esas Mesas, fue que a los votos observados de aquellos 
ciudadanos que no pertenecían al circuito, se les podía dar entra- 
da recién en el momento en que venciera el plazo de la votación. 


Es cierto que en los dos casos que conozco se generó un 
clima de nerviosismo, porque la Mesa debió seguir trabajando 
una hora más y porque, además, la gente que concurría a votar 
lo hacía en condiciones muy malas desde el punto de vista físi- 
co. Esa fue la interpretación que hicieron el presidente y el 
secretario de la Mesa, e incluso, los delegados de los partidos 
que estuvieron presentes allí. 


En lo personal, me preocupa que por medio de esta disposi- 
ción no se permita votar observado durante el período normal de 
votación -cuando no se produzcan colas en los circuitos- a las 


personas que están en los hospitales y sanatorios y que, después, ' 


ellas se vean imposibilitadas de ejercer su derecho al voto. 


Admito que pueda estar equivocado, pero la experiencia que 
me ha tocado vivir revela que la preocupación que tengo se basa 
en hechos reales. 


Muchas gracias. 
SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Antes de 
dar la palabra al señor senador Pozzolo, la Mesa quiere advertir 
que el Senado se encuentra en la discusión general y que, sin 
embargo, hemos ingresado, en los hechos, a una discusión parti- 
cular, muy detallada, por lo que, de ser posible, rogaría que nos 
mantuviéramos en aquéila. 


Tiene la palabra el señor senador Pozzolo. 


SEÑOR POZZOLO. - Quiero realizar, en el sentido indicado 
por el señor presidente, dos o tres observaciones a este proyecto 
de ley. 
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En primer lugar, me llama la atención que una iniciativa de 
tanta importancia y que versa sobre un tema tan profundo como 
éste -se trata de una norma que modifica nuestra legislación 
electoral y que, por lo tanto, requeriría una mayoría especial de 
este Cuerpo- sea considerada por el Senado sin un informe de 
Comisión. Ello, por lo menos, nos hubiera ahorrado esta discu- 
sión primaria que hemos mantenido sobre algunas de sus dispo- 
siciones. 


En segundo término, me pregunto a qué plebiscito constitu- 
cional se refiere el artículo 1? cuando establece determinados 
fondos para financiarlos. Digo esto porque dicho artículo habla 
del “plebiscito constitucional” y, hasta este momento en que 
vamos a votar esta iniciativa, el único que está consagrado es el 
que se realizará el próximo 27 de noviembre y no otro. Como se 
sabe, el plebiscito que quisimos adelantar para el próximo 28 de 
agosto todavía no ha sido sancionado por la Cámara de Repre- 
sentantes. Es decir, que estamos votando una norma sobre algo 
que no sabemos si va a suceder. 


SEÑOR SANTORO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR POZZOLO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador, 


SEÑOR SANTORO. - La observación realizada por el señor 
senador Pozzolo es exacta y corresponde en razón de que el 
proyecto de ley no identifica el plebiscito constitucional, Por esa 
razón, en el momento adecuado fbamos a proponer una modifi- 
cación al artículo 1”, en el sentido de que a continuación de 
donde dice: “A los efectos de solventar los gastos e inversiones 
que demande la organización y celebración del plebiscito consti- 
tucional”, se agregue “que se tramita actualmente de conformi- 
dad con lo dispuesto por el artículo 331 literal D) de la Constitu- 
ción de la República”; y luego el texto continuaría tal como está 
redactado. De esa forma se identifica que se trata del plebiscito 
constitucional que está en trámite a nivel de la Cámara de Re- 
presentantes, ya que la otra iniciativa que tiene posibilidades 
será plebiscitada junto con el acto electoral, 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Pozzolo. 


SEÑOR POZZOLO. - Cuando ingresemos en la discusión 
particular, esta aclaración despejará ese tema. 


Sin embargo, la duda sustancial que tengo en este plano es 
que todo hace presumir que el próximo 28 de agosto tendre- 
mos un plebiscito y que el artículo 1? de este proyecto de ley 
pretende resolver los prohlemas económicos de la Corte Elec- 
toral. Por nuestra parte, estamos dispuestos a darle nuestro 
voto. De todos modos, señor presidente, no sabemos si con 
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esta partida de $ 30:000.000 también resolvemos otros proble- 
mas planteados como, por ejemplo, los reclamos de los funcio- 
narios de ese organismo. Esto nos otorga la tranquilidad necesa- 
ria en el sentido de que, si se aprueba esta iniciativa, podremos 
ver a la Corte Electoral funcionando con regularidad y realizan- 
do el plebiscito. 


Pero, señor presidente, me pregunto si no se puede desglosar 
y pasar a Comisión todo lo que tiene que ver con la modifica- 
ción del régimen electoral y, particularmente, con las elecciones 
nacionales del 27 de noviembre, a fin de que ésta nos informe. 
Digo esto porque, a mi juicio, la elección nacional del 27 de 
noviembre debe ser complementada con otras disposiciones que 
no están propuestas. Me refiero, por ejemplo, a cómo, cuándo y 
en cuánto se va a financiar el costo de la elección nacional. 
Todo este tema que tiene que ver con la elección nacional puede 
ser dejado para una etapa posterior, mientras hoy, lisa y !lana- 
mente, sólo votamos el financiamiento del plebiscito que se va a 
realizar y que, por supuesto, se anticipa a la propia elección. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR POZZOLO. - Concedo las interrupciones en el or- 
den en que fueron formuladas, esto es, primero al señor senador 
Cassina y luego al señor senador Zumarán. Por lo demás, aclaro 
que es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: si nos atenemos al 
Mensaje que la Corte Electoral envió al Poder Ejecutivo el 9 de 
junio de 1994 -que es reproducido textualmente en el propio 
Mensaje del Poder Ejecutivo al remitir este proyecto de ley al 
Parlamento- y de aprobarse el artículo 1”, la partida que se vota- 
ría de $ 30:000.000 no está destinada solamente a financiar los 
gastos e inversiones generados por la enmienda constitucional 
en trámite en la Cámara de Representantes, sino también a los 
trabajos requeridos y que ya se están realizando en la verifica- 
ción de firmas con vistas a los plebiscitos presentados por el 
procedimiento del literal A) del artículo 331 de la Constitución, 
esto es, el que refiere al régimen de la seguridad social y el que 
otorga una partida fija para la Enseñanza. De ese modo, si se 
modifica el artículo 1? en la redacción propuesta acertadamente 
por el señor senador Santoro, será necesario tener en cuenta que 
el pedido de la Corte Electoral -que, reitero, es transcripto en el 
Mensaje del Poder Ejecutivo- no se refiere solamente a la refor- 
ma constitucional que todavía está en trámite de aprobación 

- parlamentaria, sino también a las enmiendas que, en caso de 
verificarse la obtención de las firmas necesarias, serán plebisci- 
tadas el 27 de noviembre. Además, entiendo que según se ha 
hecho público de manera extraoficial, también existe el propósi- 
to de atender, por lo menos parcialmente, la situación de los 
funcionarios de la Corte Electoral por la vía de otorgar incenti- 
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vos para tareas extraordinarias o alguna forma de remuneración 
equivalente. Esto no significa que con eso se solucionen los 
problemas que tienen los funcionarios de la Corte Electoral, que 
se encuentran en estado de preconflicto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Entiendo el razonamiento del señor 
senador Pozzolo en el sentido de que las disposiciones relativas 
a los fondos y aquellas que modifican la Ley de Elecciones 
tienen distintas jerarquías, por lo que entonces el Senado podría 
remitirse exclusivamente al primer punto. 


Reitero que comprendo la argumentación, pero preguntaría a 
los señores senadores partidarios de esta tesis, si la modificación 
prevista para el artículo 39 no entra en ese concepto. Este artícu- 
lo tiene relación con los funcionarios que deben integrar las 
comisiones receptoras de votos y establece las compensaciones 
de que se hacen merecedores y, eventualmente, las sanciones - 
inclusive multas- en caso de no cumplir con sus obligaciones. 
Asimismo, en el último inciso existe una disposición inteligente, 
que dice que la inasistencia a los cursos de capacitación hará 
perder el derecho del uso de licencia. Quiere decir que se recoge 
una experiencia desgraciada que ha tenido la Corte Electoral, ya 
que organizaba cursos para que los funcionarios estuvieran pre- 
parados para realizar esa tarea tan delicada que se lleva a cabo el 
día de la elección, pero a dichos cursos muchos de ellos no 
asistían. 


Me parece que las modificaciones que la Corte Electoral 
plantea en este artículo 39 pueden ser de recibo para el Senado y 
entonces podrían incorporarse a lo que establece el artículo f”. 
De esta forma, se darían los medios materiales para cumplir la 
tarea, pues no sólo se trata de recursos, sino también del elemen- 
to humano. Creo que es una honrosa tradición en el país lograr 
la mayor corrección posible en las mesas receptoras de votos el 
día de la elección. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos: J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Debo manifestar que parte de lo que 
pensaba decir ya lo expresé en una interrupción que me conce- 
dió el señor senador Pozzolo. 


Asimismo, quisiera expresar que vamos a votar este proyec- 
to de ley con algunas salvedades que haré en unos momentos. 
En lo fundamental, este proyecto de ley le da, rápidamente, 
recursos a la Corte Electoral, los que mucho necesita para cum- 
plir sus cometidos constitucionales. Por lo que se ha expresado 
extraoficialmente, dichos recursos le permitirán atender, quizás 
por una vía un tanto oblicua, algunas mejoras salariales, transito- 
rias, para sus funcionarios. 
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Por otro lado, quiero decir que dichos funcionarios están 
reclamando, por lo menos, el ajuste del 6%, de carácter general, 
que rige desde el 1? de enero de 1994, pero que no fue otorgado 
so pretexto de que habían recibido un aumento real por la Ley 
de Rendición de Cuentas que el Parlamento sancionó el año 
pasado. Este criterio no lo compartimos y, al respecto, más de 
una vez hemos señalado que cuando nosotros votamos en una 
ley presupuestal -sea en el Presupuesto o en una ley de Rendi- 
ción de Cuentas- aumentos reales a funcionarios públicos de 
determinada repartición, lo que queremos es votar “aumentos 
reales”, y que luego no desaparezcan debido a que no se los 
toma en cuenta a la hora de los ajustes cuatrimestrales. Más allá 
de la facultad que el artículo 6? de la ley N” 15.809 le da al 
Poder Ejecutivo en el sentido de establecer algunas diferencias, 
lo que pretende corregir el porcentaje básico de ajuste es el 
efecto que la inflación ha producido en el cuatrimestre vencido. 
Si a un sector del funcionariado, al que quisimos darle un au- 
mento real por una ley presupuestal, le retaceamos el ajuste, 
obviamente le estamos disminuyendo el aumento real que presu- 
puestalmente le dimos. 


De todas formas, espero que esta medida contribuya a solu- 
cionar da situación de los funcionarios de la Corte Electoral, pero 
no puedo afirmar que sea de manera definitiva. 


En lo que tiene que ver con las otras normas, la objeción que 
planteaba con carácter general el señor senador Pozzolo, sin 
duda es pertinente, pues siempre es deseable examinar estos 
textos con informe de Comisión. De todos modos, pienso que 
las modificaciones que la Corte Electoral propone y que el Po- 
der Ejecutivo hace suyas enviando este Mensaje, son atendibles, 
con excepción de lo establecido en el último artículo que consi- 
dero que habría que examinarlo en Comisión. 


Me parece que lo que refiere a las obligaciones de los fun- 
cionarios públicos para integrar las Comisiones receptoras de 
votos, a las sanciones existentes para quienes no cumplan con 
dichas obligaciones, así como a la licencia que se otorga, es de 
inmediato recibo y no requiere mayor explicación o estudio. 
Tampoco creo que merezca un análisis especial lo relativo a la 
obligación que tienen los organismos públicos de brindar loco- 
moción -si es que la poseen- a la Corte Electoral. Lo mismo 
digo de la modificación del plazo para el registro de las hojas de 
votación y otros requisitos que se establecen para la presenta- 
ción de las mismas. Creo que pasar de veinte a treinta días antes 
de la elección no sólo facilita el trabajo de la Corte Electoral y 
de las Juntas Electorales, sino que es una garantía mayor para 
los ciudadanos pues dispondrían de mayor tiempo para, sí es del 
caso, formular las observaciones o impugnaciones pertinentes. 
Es decir que en esto tampoco habría dificultades. Por el contra- 
rio, considero que el último artículo merecería un estudio por 
parte de la Comisión. 


Cuando leo el mensaje de la Corte, veo que las razones 
expuestas son plausibles. Sin embargo, creo que habría que ubi- 
car esta modificación en el contexto legal vigente. Por ejemplo, 
quisiera saber si la observación que hacía el señor senador Bou- 
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zas está atendida por alguna otra norma legal que establezca el 
régimen de votación en aquellas Comisiones receptoras de votos 
que se instalan en centros de asistencia hospitalaria. En su men- 
saje la Corte Electoral dice que esta modificación se refiere a los 
circuitos urbanos, no a los rurales, donde es posible continuar 
con el régimen vigente por el cual ciudadanos inscriptos fuera 
del circuito pueden votar en el horario de prórroga. Considero 
que el contexto debe ser examinado, pues me parece que es una 
modificación que tiene una trascendencia mayor. 


Por lo tanto, desde nuestro punto de vista, creemos que el 
Senado debería aprobar todo el proyecto de ley con excepción 
de su artículo final. Digo esto porque estimo que los otros 
artículos no plantean problemas que requieran de un estudio 
especial por parte de la Comisión competente que, en este caso, 
sería la de Constitución y Legislación. Reitero que el último 
artículo debería ser examinado según el contexto de la legisla- 
ción vigente -que no tenemos a la vista- para saber hasta dónde 
llega la modificación. Estimo que el propósito de la Corte Elec- 
toral de evitar “la fábrica de votos observados” -como se dice 
textualmente en su mensaje- es sin duda alguna razonable. Pien- 
so que esto todos lo comprendemos porque los votos observados 
constituyen un obstáculo a un rápido escrutinio y a un conoci- 
miento, en el menor plazo posible, del resultado electoral; tam- 
bién son una vía de frecuente anulación de los votos. Por lo 
tanto, creo que eliminar, razonablemente, la posibilidad para que 
se vote en forma observada, es una iniciativa aceptable, pero 
quisiera saber cuál es su verdadero alcance. En consecuencia, 
habría que examinar este tema en la Comisión de Constitución y 
Legislación según el contexto, reitero, de la legislación vigente. 


SEÑOR RICALDONL - Pido ta palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor presidente: comparto íntegra- 
mente lo expresado por el señor senador Pozzolo, así como 
también algunas otras apreciaciones vertidas en sala. 


Creo que aquí -tal como se adelantó por parte de algunos 
senadores preopinantes- hay dos o tres tipos de normas. Unas 
apuntan a atender algunas obligaciones financieras de la Corte 
Electoral -aspecto éste que se va a corregir- y Otras hacen a 
cuestiones meramente administrativas que refieren a las activi- 
dades de la Corte Electoral y que están incluidas en los artículos 
2” y 3” del proyecto. 

En cuanto a los artículos 4” y 5” de este proyecto de ley, que 
modifican normas de carácter electoral, quiero llamar la aten- 
ción del Cuerpo, porque con una rápida mirada a mi alrededor 
he podido observar que no existen los dos tercios de votos del 
total de componentes del Senado para siquiera intentar, con un 
moderado optimismo, aprobarlos. 


En consecuencia, propongo -esto si el señor senador Cassina, 
que fue quien introdujo el tema hace un momento en su diserta- 
ción, está de acuerdo- votar hasta el artículo 3” y que el proyecto 
de ley sea comunicado a la Cámara de Representantes con esas 
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tres disposiciones. Respecto a los artículos 4” y 5” que, repito, 
hoy no podrían ser votados porque no contamos con los dos 
tercios necesarios, planteo que sean enviados a la Comisión de 
Constitución y Legislación -que creo es el ámbito competente 
para ello- para posteriormente traer alguna información al res- 
pecto e incluir el tema -si el Senado así lo entiende y sin necesi- 
dad de que figuré en el orden del día- en la sesión extraordinaria 
prevista para el próximo miércoles. Esta es mi propuesta, señor 
presidente porque, si no me equivoco, hay en sala 16 ú 17 
señores senadores. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Si me permite el señor senador Rical- 
doni, aclaro que la norma constitucional no hace diferencia, ya 
que el artículo 77 de la Constitución, en su numeral 7” expresa: 
“Toda nueva ley de Registro Cívico o de Elecciones, así como 
toda modificación o interpretación de las vigentes, requerirá dos 
tercios de votos del total de cormponentes de cada Cámara. Esta 
mayoría especial regirá sólo para las garantías del sufragio y 
elección, composición, funciones y procedimientos de la Corte 
Electoral y corporaciones electorales, Para resolver en materia 
de gastos, presupuestos y de orden interno de las mismas, basta- 
rá ta simple mayoría”. Lo que ocurre es que en este proyecto de 
ley se solicita autorización para solventar gastos que demande la 
organización y celebración del plebiscito constitucional. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Por supuesto que no le deja de 
asistir razón al señor senador Santoro; en el peor de los casos 
estamos frente a un tema discutible. Pero con mi propuesta, que 
consiste en eliminar los dos últimos artículos del proyecto de 
ley, no existiría ninguna norma de carácter electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Quisiera aclarar que no es así y para 
comprobarlo basta con leer el artículo 2* de este proyecto de ley 
que expresa: “Sustitúyese el artículo 39 de la Ley de Elecciones 
N” 7.812, de 16 de enero de 1925, en la redacción dada por el 
artículo 1” de la ley N” 16.017, de 20 de enero de 1989, por el 
siguiente:”. Por lo tanto, se trata de una Ley de Elecciones en la 
que se hace referencia a los funcionarios. En este caso, lo único 
que se podría votar con simple mayoría sería lo que tiene que 
ver con el artículo 1” y nada más que eso, porque se estaría 
modificando la Ley de Elecciones. 
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SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof, Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Brevemente, quisiera señalar que 
me avengo sin ninguna dificultad a lo que propone el señor 
senador Santoro en cuanto a votar el artículo 1”. No obstante, y 
tal como él acaba de leer, el numeral 7” del artículo 77 de la 
Constitución dice que la mayoría especial de dos tercios no rige 
para resolver en materia de gastos, presupuestos y de orden 
interno de las mismas. Precisamente, el orden interno es el tema 
del artículo 2”, porque está vinculado a los funcionarios públicos 
que trabajan en las mesas electorales. No es, entonces, un tema 
de carácter electoral. 


De todos modos, reitero, no hago cuestión de ello. 


SEÑOR PRESIDENTE (Porf. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Sin embargo, el tema pasa por el 
hecho de que esto está incluido en la Ley de Elecciones. Si bien 
la primitiva Ley de Elecciones no establecía la obligación de 
que los funcionarios públicos trabajaran en las mesas electora- 
les, porque en ese ámbito funcionaban los partidos políticos que 
designaban sus delegados para tales fines, en el transcurso del 
tiempo, como se fueron multiplicando las mesas receptoras de 
votos -además los partidos políticos tenfan dificultades para en- 
viar a sus delegados a controlar los sufragios- se procedió a 
habilitar que fueran funcionarios públicos los que cumplieran 
esa tarea. Quiere decir que esto está dentro de la Ley de Eleccio- 
nes. 


Por lo tanto, reiteramos que lo único que se puede aprobar 
en este momento es el artículo 1” que no necesita dos tercios de 
votos. Asimismo, sugerimos que se introduzca la modificación 
que hemos propuesto en el sentido de que después de la expre- 
sión “plebiscito constitucional” se diga: “que se tramita actual- 
mente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 331 literal 
D) de la Constitución de la República”. De esa forma sí podría- 
mos votar el artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - La Mesa 
advierte que en sala hay dos tercios de sus componentes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el 
proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR RICALDON!L. - Pido la palabra para fundar el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI, - He solicitado el uso de la palabra 
porque este no es un tema menor, puede significar un preceden- 
te y, por lo menos, deseo que quede clara mi posición. 


Estoy de acuerdo con que se modifique una Ley de Eleccio- 
nes o si se quiere una “llamada Ley de Elecciones” -como dice 
el señor senador Santoro- pero ello no significa que todas las 
normas que en ella figuren tengan carácter electoral. Ocurre 
exactamente lo mismo en una Ley de Rendición de Cuentas o en 
una de Presupuesto, en las que además de las normas de carácter 
estrictamente presupuestal hay otras que no tienen ninguna rela- 
ción. 


A mi entender, entonces, el nombre no hace necesariamente 
a la sustancia de la ley. He votado en consecuencia -no deseo 
complicar la existencia de mis compañeros de Cuerpo- pero 
digo a la vez que el hecho de que se trate de una Ley de Eleccio- 
nes no quiere decir, repito, que todas sus normas tengan materia 
electoral. En definitiva, el sentido de mi voto es el de contribuir 
a progresar en la discusión del tema. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - En realidad ya hemos hecho nuestra 
propuesta. De igual modo, reiteramos que ella consiste en que 
en el artículo 1”, luego de donde dice “plebiscito constitucional”, 
se exprese “que se tramita actualmente de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 331, literal D) de la Constitución de la 
República.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - La Mesa 
advierte que se hizo la observación de que estarían en estudio 
otros aspectos relacionados con el plebiscito constitucional; aún 
resta controlar las firmas recabadas. 


(Dialogados) 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Si el señor presidente me permite, 
deseo hacer notar que el artículo 331 de la Constitución, en su 
literal D), identifica cuál es el plebiscito que se autoriza a través 
de esa disposición. En el mismo se expresa: “La Constitución 
podrá ser reformada, también, por leyes constitucionales que 
requerirán para su sanción, los dos tercios del total de compo- 
nentes de cada una de las Cámaras dentro de una misma legisla- 
tura”. Al identificar al literal D), quedan fuera los otros pedidos 
de plebiscito que están en trámite. 
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SEÑOR RICALDON!I. -*Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!I. - A pesar de todas las coincidencias 
que generalmente tengo con el señor senador Santoro, hoy me 
asalta una serie de discrepancias. 


El señor senador Santoro hace referencia al procedimiento 
de reforma establecido en el literal D) del artículo 331 de la 
Constitución de la República. Tal como se acaba de señalar, ese 
procedimiento de reforma que requiere dos tercios es conocido 
por todos nosotros, pero casualmente se trata de un procedi- 
miento que en este momento no sabemos si formalmente, cons- 
titucionalmente o jurídicamente hablando existe como tal, es 
decir, corno proceso plebiscitario. ¿Por qué digo esto? Porque la 
Cámara de Representantes no lo ha aprobado a raíz de la polva- 
reda que se suscitara en el día de ayer por la publicación de un 
artículo aparecido en la página editorial de “El País”. Por esa 
razón están estudiando si lo modifican y lo devuelven a la Cá- 
mara de Senadores. 


Sabemos que en la práctica ese proyecto de ley que ha logra- 
do dos tercios de votos en el Senado -y que vendrá o no de la 
Cámara de Representantes- como tal, no existe; el único que 
existe por el momento -y-por eso digo que hay que ser cuidado- 
sos con lo que estamos votando- es el que se aprobó por el 
mecanismo de los dos quintos. Entonces, existen dos posibilida- 
des: o esta iniciativa se refiere al procedimiento de los dos quin- 
tos o deberíamos esperar a mañana, pasado o al día que fuere, 
para saber qué ocurrirá en definitiva con la de los dos tercios 
que todavía no ha sido aprobado por la Cámara de Representan- 
tes; de otro modo, estaríamos hablando de un plebiscito que no 
es tal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Santoro, 


SEÑOR POZZOLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR POZZOLO. - Señor presidente: las dudas se me 
multiplican en este caso porque aquí tenemos, a propuesta del 
señor senador Santoro -que entiendo y comparto- la identifica- 
ción de un hecho concreto: el plebiscito en base a un determina- 
do procedimiento. Pero no debemos olvidar que también por vía 
popular hay propuestas de enmienda constitucional. Entonces, 
me temo: que identificando uno solo de esos procedimientos 
coartemos, desde el punto de vista económico, la actividad de la 
Corte Electoral para ver si son viables o no las restantes pro- 
puestas de reforma constitucional. ¿Por qué digo esto? Porque 
presumo que en estos $ 30:000,000 solicitados por ese organis- 
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mo se ha incluido el pago de horas extra para comprobar si el 
número de firmas es suficiente o no para realizar los otros 
plebiscitos. Por lo tanto, si la identificación la hacemos en un 
solo procedimiento, estaríamos impidiendo que la Corte Elec- 
toral pueda, en el tiempo y con la solvencia necesarios, saber 
si alcanzan y si son legítimas o no las firmas a favor de las 
restantes propuestas. Supongo que la Corte Electoral ha solici- 
tado $ 30:000.000 habida cuenta de que tiene que pagar, de aquí 
a pocos días, una cantidad importante de horas extra para, repi- 
to, ver si las firmas alcanzan o no. Quizá, por este procedimien- 
to, le estemos limitando la posibilidad de hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Entendemos que no se deben confun- 
dir los sistemas de reforma de la Constitución, puesto que están 
perfectamente determinados en la propia Carta Magna. 


El procedimiento actualmente en trámite refiere a una ley 
constitucional como consecuencia de que en el Senado se logra- 
ron dos tercios de votos para un proyecto de ley de reforma de 
la Constitución que atañe a la modificación de la elección de las 
autoridades departamentales. 


El sistema que implica contar con el 10% de ciudadanos 
inscritos en el padrón electoral para poder llegar a recabar las 
firmas necesarias para un plebiscito, ño es una ley constitucio- 
nal, ni tampoco lo es el mecanismo que oportunamente se apro- 
bó que habla de dos quintos de votos. Este es, simplemente, un 
proyecto de reforma orientado a la necesidad de contar con dos 
quintos de votos.de la Asamblea General, como ya lo dije antes. 
Quiere decir que para la identificación que hacemos respecto al 
plebiscito en trámite, hemos partido de la base de nominar el 
artículo 331 de la Constitución -que comprende todos los siste- 
mas de reforma de la Carta Magna, a excepción del que refiere a 
ta elección de la Asamblea Nacional Constituyente- que es el 
único que se tramita por ley constitucional. Precisamente, por 
esa razón, lo hemos identificado con el literai D), que es el que 
se relaciona con las leyes constitucionales. 


Ahora bien; reconozco que puede existir algún inconvenien- 
te en materia de gastos, como aquí se ha mencionado, particular- 
mente con respecto al análisis de las firmas que está procesando 
la Corte Electoral sobre las propuestas de modificación de la 
Constitución vinculadas a la Enseñanza y al Banco de Previsión 
Social. Supongo que si para ello la Corte Electoral necesita 
dinero, oportunamente lo solicitará. Sin embargo, no es esto lo 
que estamos analizando. 


Tampoco en lo que tiene que ver con el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes, en el que se prevé el 
mecanismo de los dos quintos de la Asamblea General, la Corte 
Electoral ha solicitado nada. Debería hacerlo en caso de que se 
plebiscitara el 27 de noviembre, porque se llevaría a cabo junto 
con la elección nacional para la cual, naturalmente, en su mo- 
mento se votarán los recursos correspondientes para solventar 
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no sólo los gastos propios de la elección, sino también los de los 
partidos políticos que participen en ella. 


En consecuencia, no vemos razón para que no se pueda 
votar esta disposición, ya que está perfectamente especificado 
que esos $ 30:000.000 solicitados son para cubrir las erogacio- 
nes resultantes del plebiscito en trámite que, como se recordará, 
incluye el sistema de dos tercios y que actualmente está a consi- 
deración de la Cámara de Representantes. 


La argumentación que se podría manejar es la de que, en 
caso de que en la Cámara de Representantes no se lograrán esos 
dos tercios de votos, la disposición .no sería aplicable en virtud 
de la inexistencia del plebiscito y, por lo tanto, al no haber 
causal para el gasto, éste no se realizaría. 


A pesar de que hemos escuchado atentamente las observa- 
ciones que se han hecho a esta disposición, no entendemos cuál 
es el problema para que no quede identificado que se trata del 
plebiscito actualmente en trámite. Estamos hablando de una ley 
constitucional que se encuentra a estudio de la Cámara de Re- 
presentantes y que si es aprobada, se justificarán los gastos; pero 
si no es así, el dinero quedará en las arcas del Estado y nadie 
tendrá la posibilidad de utilizarlo. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador, 


SEÑOR RICALDON!I. - En el párrafo segundo de la nota 
que la Corte Electoral dirigió al presidente de la República -que 
figura en el repartido que obra en poder de todos los señores 
senadores- dice que la financiación que se busca tiene por obje- 
tivo lo que pudiera resultar de la inminente aprobación de una 
ley constitucional presentada al amparo de lo dispuesto por el 
artículo 331 apartado D) de la Constitución de la República. 
Pero luego, en el siguiente párrafo, se expresa que se agrega la 
presentación de dos proyectos de reforma constitucional ampa- 
rados por el apartado A) del citado artículo 331 que, como se 
recordará, son las dos iniciativas que en caso de que se verifique 
que cuentan con el 10% de firmas correspondientes, también 
tendrían que ser sometidas al veredicto de la ciudadanía el 27 de 
noviembre. 


En consecuencia, la redacción del artículo 1 de este proyec- 
to de ley no tiene demasiado que ver con lo que señala la Corte 
Electoral, ya que aquí se menciona el hecho de solventar los 
gastos e inversiones que demande la organización y celebración 
del plebiscito constitucional. Sin embargo, todos sabemos que 
no hay un plebiscito constitucional; por ahora hay dos, en la 
medida en que existan las firmas. Pero también tenemos un 
proyecto de ley aprobado que prevé la existencia de dos quintos 
de integrantes de la Asamblea General, en la medida en que no 
existan las firmas para el que establece dos tercios y en cuanto 
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éste no sea refrendado por la ciudadanía el 28 de agosto. Creo, 
pues, que la redacción debería ser distinta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - La realidad indica que los plebiscitos 
-en el caso de que las firmas sean suficientes- para las modifica- 
ciones constitucionales en materia de enseñanza y causales jubi- 
latorias no se realizan fuera del acto electoral nacional, sino 
junto con las elecciones. Como, además, ese gasto implica sola- 
mente una pequeña hojita en la que se establecerá si se vota por 
sí o por no la modificación propuesta, creemos que no es muy 
oneroso para la Corte Electoral. El único plebiscito que queda 
solo, identificado en el panorama electoral del país es el de los 
dos tercios de votos, porque el relativo a los dos quintos también 
se hace junto con el acto eleccionario, Quiere decir que la Corte 
Electoral reclama fondos para los gastos relativos al plebiscito 
que exige dos tercios de votos de la Asamblea General. Por lo 
tanto, la referencia que hace el Mensaje de la Corte Electoral a 
los otros dos plebiscitos es para fundamentar la solicitud, ya que 
señala que los fondos que maneja son para atender las obligacio- 
nes requeridas por el análisis de las firmas y, por tal razón, 
carece de medios para enfrentar las exigencias del artículo 331, 
literal D de ta Constitución de la República. 


SEÑOR BOUZAS. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - En la página cuatro del Mensaje envia- 
do por la Corte Electoral al señor presidente de la República se 
dice que varias dependencias del organismo ya están abocadas a 
las tareas preparatorias de las elecciones nacionales; otras, a la 
verificación de las firmas de quienes suscribieron los proyectos 
de reforma constitucional amparados en el artículo 331, aparta- 
do a). Si se suma a dichas tareas las que deberán llevarse a cabo 
en caso de que se apruebe la ley constitucional -que deberá 
someterse a plebiscito previamente a la elección nacional- se 
hará indispensable resolver que la totalidad de los funcionarios 
de la Corte Electoral trabajen en régimen de extensión horaria. 
Esto sintetiza las necesidades de mayores fondos por parte de la 
Corte Electoral, a lo que agrega algo que no está escrito -pero 
que todos conocemos- con respecto al reclamo que hacen los 
funcionarios de este organismo en el sentido de que se equipare 
el ajuste del mes de enero al 6% que tuvo el resto de los funcio- 
narios del Estado. 


Temo que si se le da la redacción que propone el señor 
senador, se podría entender que la partida que se le otorga a la 
Corte Electoral es restrictiva y que, por lo tanto, solamente 
sirve para atender los gastos que insuma la realización del 
plebiscito del 28 de agosto, y no para atender el pago de las 
horas extras -tal cual lo planteó el señor senador Pozzolo- ni 
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para equiparar el ajuste salarial del primero de enero de los 
trabajadores de la Corte Electoral con el de los funcionarios del 
Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Puede 
continuar el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Debo aclarar que aquí no está com- 
prendido el ajuste del 6% y el hecho de que la Corte Electoral 
vaya habilitando el camino para que en determinado momento 
se pueda satisfacer dicha solicitud, es otra cosa. 


Aquí estamos considerando un Mensaje que solicita la auto- 
rización de $ 30:000,000 a los efectos de atender los gastos que 
demande la organización del plebiscito por ley constitucional, 
que exige dos tercios de votos de la Asamblea General. Natural- 
mente, si la Corte Electoral en otras circunstancias se ve ante la 
dificultad de atender las tareas normales requeridas por todos 
estos procedimientos, mandará otro Mensaje al Poder Ejecutivo. 


La realización de horas extras se deberá, fundamentalmente, 
a la organización del plebiscito, En ese sentido, hay que recordar 
que requiere la misma organización que una elección nacional. 
Por esa razón, no sé cómo pueden confundirse los otros plebisci- 
tos con el referido en el literal D del artículo 331 de la Constitu- 
ción de la República. En él hay que colocar las urnas en todos 
los circuitos previamente habilitados; por otro lado, hay que 
habilitar los padrones y clarificarlos totalmente; a su vez, hay 
que cumplir con toda la papelería consiguiente, mandar las cua- 
dernetas para el registro de la emisión de los votos, etcétera. En 
definitiva, un plebiscito constitucional le exige a la Corte Electo- 
ral la misma organización que una elección nacional. Sin embar- 
go, esto no es así para los partidos políticos porque no es necesa- 
rio imprimir hojas electorales donde vayan las listas de votación. 
A la Corte Electoral le corresponde la impresión de todas las 
cuadernetas y las hojas para votar por sí o por no. 


De esta manera, debe entenderse que un plebiscito constitu- 
cional significa, para la Corte Electoral, lo mismo que una elec- 
ción nacional, Por esta razón se exigen los dos tercios de votos. 
De lo contrario, la exigencia sería menor y el plebiscito podría 
realizarse junto con la elección nacional. Evidentemente, hay 
una razón por la cual unos se realizan junto con ellas y otros no. 
Esto tiene que ver con las exigencias, que son similares a las de 
una elección nacional, 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR POZZOLO. - No puedo rebatir lo expresado por el 
señor senador Santoro, porque es claro y absolutamente compas- 
tible. Pero ocurre que aquí hay un doble orden de problemas. 


La Corte Electoral solicita $ 30:000.000 sin haber especifi- 
cado con suficiente claridad cuál es su destino. En su mensaje 
habla de un plebiscito constitucional que, por la formulación del 
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señor senador Santoro, se identifica solamente con uno de los 
proyectos propuestos en base a determinada norma constitucio- 
nal. A este respecto, no puedo dejar de tener en cuenta que 
existen -por otras vías- dos propuestas más de reforma constitu- 
cional. Debo aclarar que no estoy de acuerdo con ninguna de las 
dos pero no quisiera que, por ir a esta identificación estricta 
respecto de uno de los procedimientos, la Corte Electoral no 
pudiera disponer del pago de horas extras a sus funcionarios 
para verificar si alcanzan o no las firmas o si son legítimas o 
falsas. En ese sentido, si nosotros limitamos la redacción en 
exclusividad a uno solo de los procedimientos, ella podrá decir 
que no tienen recursos para contar las firmas. Lo peor que le 
puede pasar a nuestro sistema constitucional e institucional es 
que esas personas que han firmado se sientan disgustadas o 
resentidas y digan que no le hemos dado recursos a la Corte para 
verificar sus firmas. 


Simplemente, se trata de un problema de redacción, pero no 
nos limitemos estrictamente a atender un solo aspecto porque 
excluiríamos el gasto necesario en los otros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Corres- 
pondería pasar a votar el artículo 1” del proyecto de ley tal como 
viene del Poder Ejecutivo; si resultara negativo, habría que vo- 
tarlo con las modificaciones propuestas. 


SEÑOR CASSINA, - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: creo que le asiste 
razón a los señores senadores Santoro y Pozzolo, aunque si la 
Corte Electoral ha elaborado este proyecto de ley, tendríamos 
que zanjar la diferencia existente votándolo con el texto remiti- 
do al Poder Ejecutivo pues supongo que ella sabrá cómo afectar 
los recursos correspondientes, conforme al mismo. A mi juicio, 
esa es la mejor manera de salvar, reitero, la diferencia existente, 
teniendo en cuenta que todos estamos de acuerdo en votar el 
artículo 1” en el día de hoy. A ello se debe agregar que estamos 
sobre el límite de la hora reglamentaria del término de esta 
sesión y que existe un quórum muy reducido. 


Por lo tanto, propongo que se vote el artículo con el texto 
venido del Poder Ejecutivo: y como, a su vez, lo envió la Corte 
Electoral porque, reitero, es ella la que tomó la iniciativa corres- 
pondiente pienso que, al redactar la norma, tuvo en cuenta todas 
las finalidades que persigue, según su mensaje. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1? con el texto 
venido del Poder Ejecutivo. 


(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada en el sentido de que los restantes artículos del proyec- 
to de ley en consideración, pasen a Comisión. 


(Se vota:) 
-17 en 21. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo Unico. - A los efectos de solventar los gastos e ' 
inversiones que dermande la organización y celebración del ple- 
biscito constitucional, el Poder Ejecutivo pondrá a disposición 
de la Corte Electoral la cantidad de $ 30:000.060 (pesos urugua- 
yos treinta millones).” 


14) IMPUESTO A LOS VEHICULOS A GASOIL. Se susti- 
tuyen disposiciones que lo regulan. Proyecto de ley. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: for- 
mulo moción en el sentido de que en la sesión del Cuerpo a 
realizarse el miércoles próximo para considerar los dos asuntos 
propuestos por el señor senador Ricaldonj -de acuerdo con lo 
aprobado en el día de ayer- se incluya, en tercer término del 
orden del día, el asunto relativo a las modificaciones de las 
disposiciones que regulan el impuesto a los vehículos gasoleros, 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Sí no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


-19 en 20. Afirmativa. 


15) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: for- 
mulo moción para que se levante la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Se va a 
votar la moción formulada. 
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Dr. WALTER R. SANTORO 
Presidente en ejercicio 


(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Dr. Juan Harán Urioste 
Se levanta la sesión. Dn. Mario Farachio 
Secretarios 
(Así se hace a la hora 19 y 49 minutos, presidiendo el señor 
senador Pereyra y estando presentes los señores senadores Ache, Sr. Carlos E. Moreira 
Alonso Tellechea, Astori, Batalla, Besozzi, Bianchi, Bouzas, Director del Cuerpo de Taquígrafos 


Cassina, Elso Gofñii, Gamarra, Gargano, Irurtia, Olascoaga, - 
Pozzolo, Priore, Ricaldoni, Santoro, Urioste y Zumarán). 
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